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La política energética en México y los proyectos de energía renovable en Yucatán 

Yolanda Mexicalxóchitl García Beltrán1 

 

Resumen 
 

Este texto se basa en una investigación sobre los impactos sociales de los proyectos de energía 

renovable en Yucatán, la cual tuvo una duración de nueve meses. Como parte de ésta, se realizó 

trabajo de campo en la entidad durante mayo, agosto y octubre del 2022 a fin de recoger las 

percepciones y apreciaciones de los habitantes de las poblaciones, principalmente indígenas, que 

se oponen a parques eólicos y solares. Así, se ofrece un análisis partiendo de las decisiones 

gubernamentales en materia energética a nivel federal y estatal para comprender cómo inciden 

en lo local e indagar sobre las motivaciones qué lleva al rechazo de los proyectos de generación 

a partir de fuentes renovables, así como en los elementos pueden incentivar una transición 

energética socialmente exitosa.  Por ello, la premisa que rige el trabajo es la siguiente: ¿cómo 

influyen las políticas implementadas por el Estado mexicano en la aceptación social de los 

proyectos de energía eólica y solar? 

Para responder este cuestionamiento nos remitimos a la metodología cualitativa, donde 

la realización de entrevistas fue fundamental, así como la observación no participante y otros 

aspectos que explicamos brevemente. Del mismo modo, retomamos dos conceptos que ayudan 

a dar cuenta de la problemática social ante la que nos encontramos, sumamente compleja y 

cambiante; el primero de ellos es aceptación social (Batellier, 2016) y el segundo ecogubernamentalidad 

(Ulloa, 2004).  

 

Palabras clave: transición energética, energías renovables, conflictos socioambientales, 

ecogubernamentalidad, aceptación social. 

 

 

 
1 Postdoctorante en el Programa de Energía de El Colegio de México. Doctora en Ciencias Sociales por la 
Universidad Autónoma Metropolitana. Correo: ymgb1988@gmail.com 
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Introducción 
 

Hoy nuestro país genera una cantidad importante de energía renovable, pues, aunque no se ubica 

entre los primeros productores del mundo2, el incremento de ésta en los últimos años ha sido 

considerable; pasó de producir 10.9 Gigawatts (GW) en el año 2000, a 26.8 GW en el 2020 (IEA, 

2020), es decir, no solo la duplicó, sino que fue más allá superando las expectativas. Ahora bien, 

de todas las tecnologías renovables, la eólica y la fotovoltaica (solar) fueron las que más crecieron 

en ese período, pasando de 0 a 7 GW y de 0 a 5.4 GW respectivamente. Este progreso fue 

posible gracias a factores geográficos y políticos, pues México tiene, en general, elementos para 

ser uno de los cinco países más competitivos en generación de energía a partir de paneles solares 

de acuerdo con Carlos Ortiz, ex presidente de la Asociación Mexicana de la Industria 

Fotovoltaica (AMIF), ya que “la cantidad de energía solar promedio que se recibe en el país es 

de 5kWh por cada metro cuadrado al día, por lo que se estima que el potencial solar bruto en el 

país apenas se está comenzando a aprovechar” (José, 2019). Así, Baja California, Baja California 

Sur, Sonora, Chihuahua y Durango destacan por su potencial (Asociación Mexicana de Energía 

Solar, 2020). Del mismo modo, es el segundo país de América Latina en cuanto a capacidad 

eólica, siendo Oaxaca, Tamaulipas, Nuevo León, Yucatán y Baja California las zonas que 

concentran las mejores condiciones para su producción (Global Energy Monitor, 2023).  

Así, destaca el caso del estado de Yucatán donde 29 parques eólicos o solares han sido 

planeados ya que “fue el tercer estado con mayor potencial eólico a nivel nacional con 3,498.5 

(GWh/a), por encima del promedio nacional de 1,518.9 (GWh/a)” (Gobierno de Yucatán, 2018, 

p. 249). Al respecto, y como se comentaba, argumentamos que aspectos políticos permitieron la 

multiplicación de estos proyectos, pero también cuestiones estratégicas como su ubicación 

mientras, al mismo tiempo, otras de tipo normativo permitían su entrada a ciertos espacios 

habitados por comunidades indígenas.  

Asimismo, el impulso que el gobierno mexicano le otorgó a los proyectos de energía 

renovable ha sido pieza fundamental para el desarrollo de éstos, haciéndose latente desde el 

2008, año en el que el entonces presidente Felipe Calderón incentivó modificaciones aplicables 

a los contratos de exploración y producción petrolera que serían complementados en el 2009 

 
2 Hasta el 2020 México ocupaba el catorceavo puesto como productor mundial de energía renovable, de acuerdo 
con datos de la International Energy Agency (IEA, 2020). Más información: 
http://energyatlas.iea.org/#!/tellmap/-1076250891/0 
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cuando se aprobó el Programa Especial para el Aprovechamiento de Energías Renovables. De 

hecho, el primer parque eólico privado sería inaugurado ese año en La Ventosa, Oaxaca de mano 

de la compañía española Iberdrola y al concluir el sexenio, en 2012, se contaba con 11 granjas 

de este tipo.  

Sin embargo, es bien sabido que la Reforma Energética encabezada por el presidente 

Enrique Peña Nieto en el 2013, sería la pieza angular para la detonación de las renovables en 

México, pasando su producción de 13,515 megawatts (MW) en el 2010, a 25,648 en el 2019. Del 

mismo modo, aunque en el 2014, aún bajo su administración, se había inaugurado el primer 

parque fotovoltaico a gran escala, cinco años después ya operaban 50 de ellos (Villegas y Aguilar, 

2021). Según los últimos datos oficiales en México hay 70 parques eólicos en operación en 15 

estados de la República (Asociación Mexicana de Energía Eólica, 2023) y 63 fotovoltaicos en 20 

entidades (Asociación Mexicana de Energía Solar, 2023).  

Empero, las renovables han detenido su escalada en los últimos años desde que en el 

2019 el nuevo presidente Andrés Manuel López Obrador comenzó a tomar medidas para 

devolverle al Estado la rectoría en materia energética, lo que incluyó en 2020 la entrada en vigor 

del Acuerdo para garantizar la Eficiencia, Calidad, Confiabilidad, Continuidad y Seguridad del 

Sistema Eléctrico Nacional, que limitaba la operación de nuevas centrales.  

Así, este trabajo se enfoca, a partir de ese contexto, en el caso de Yucatán para dar cuenta 

de episodios de rechazo o conflictividad asociados a parques eólicos y solares en la entidad a 

partir del cuestionamiento: ¿qué factores políticos influyen para que estos proyectos carezcan de 

aceptación social? De esta forma, se abordan aspectos contextuales para comprender la 

historicidad de las comunidades indígenas y otros como las modificaciones estatales en los 

últimos años en materia energética para visibilizar los procesos que tienen lugar a nivel local y 

dar luz a algunas de estas interrogantes.  

El presente artículo está dividido en cuatro apartados: el primero da cuenta muy 

brevemente de aspectos teóricos y metodológicos, el siguiente está más dedicado a explorar los 

antecedentes de la entidad y de sus comunidades rurales; el tercero detalla aspectos del sector 

energético y el último se centra en los proyectos de energía eólica y solar en el estado y los 

procesos de conflictividad asociados a ellos enlazándolos con las categorías clave: 

ecogubernamentalidad (Ulloa, 2004) y aceptación social (Batellier, 2016). Finalmente, se ofrecen algunas 

reflexiones para continuar la discusión.  
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Aspectos teóricos- metodológicos 
 

Este trabajo plasma de manera parcial los resultados de una investigación más amplia llevada a 

cabo de febrero a noviembre de 2022. En aquella se realizaron entrevistas en la Ciudad de México 

y en distintas poblaciones de Yucatán durante los meses de mayo, agosto y octubre de ese año. 

Se desarrollaron en Mérida, Motul de Carrillo Puerto, Buctzotz, San José Tipech, Justicia Social, 

Ixil, Suma de Hidalgo y Valladolid y fueron primordialmente abiertas o semiestructuradas con la 

intención de darles a los informantes la posibilidad de expresarse con libertad.  

La elección del estado de Yucatán obedece a varios motivos. En primer lugar, es un 

estado que presenta características geográficas y técnicas idóneas para la generación de energía 

eólica y solar. Por ejemplo, la velocidad promedio del viento es de 6.44 metros por segundo 

(m/s), siendo suficientes 4 m/s para la generación de energía (Global Wind Atlas, 2023). En 

cuanto a solar, la radiación se sitúa en valores de 1,600 kwh/kwp, que resultan más que 

adecuados para la producción fotovoltaica (Global Solar Atlas, 2023). Además, estas tecnologías 

resultan complementarias: “por la mañana, el recurso solar va en aumento conforme el recurso 

eólico decrece y por la tarde sucede lo contrario. De esta manera, se puede tener disponibilidad 

en la generación eléctrica del sistema híbrido a lo largo del día” (Ricalde, 2013, X). De igual 

forma, la velocidad del viento más baja se ha documentado en el mes de mayo, coincidiendo con 

los niveles máximos de radiación solar. En invierno se observa una mayor producción eólica y 

en verano un incremento en la fotovoltaica; entonces ambos sistemas son fundamentales en la 

región. 

En suma, estas particularidades han permitido que se desarrolle un importante interés 

por la generación de energía fotovoltaica y eólica y que, como consecuencia, casi tres decenas de 

proyectos a gran escala fueran contemplados en la entidad por medio del sector privado quien 

instalaría, operaría y comercializaría la energía generada. Las principales empresas accionistas 

interesadas en invertir en la producción de energía eólica y solar en Yucatán proceden de capital 

chino, estadounidense, español y mexicano. Las bondades que ofrece su potencial se han 

aprovechado también en algunos proyectos de Generación Distribuida. Estos proyectos se 

hacen a pequeña escala y para consumo directo en las zonas de producción, instalados 

primordialmente en casa habitación a través de recursos propios o financiamientos 

gubernamentales ofrecidos por el Fondo para la Transición Energética y el Aprovechamiento 

Sustentable de la Energía (FOTEASE). Destacan también esfuerzos incipientes por electrificar 
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a comunidades apartadas de las líneas de transmisión por medio de la colocación de paneles 

solares, ejercicios financiados por el Fondo del Servicio Universal Eléctrico (FSUE) o por 

organizaciones no gubernamentales3. No obstante, este trabajo se enfoca únicamente en los 

megaproyectos de energía eólica y solar a partir de su aceptación o rechazo tomando en cuenta 

sus condiciones contextuales pues Yucatán es el tercer estado con mayor población indígena en 

México, siendo la maya su principal cultura y lengua (Instituto Nacional de Estadística y 

Geografía, 2022).  

Aunque el estado no se encuentra entre los cinco más pobres del país, sus niveles de 

marginación se concentran justo en esas poblaciones indígenas en algunas de las cuales han 

pretendido instalarse proyectos fotovoltaicos y eólicos sin que al final se haya logrado una 

negociación exitosa. Esto puede explicarse, de manera general e hipotética, por una deficiencia 

regulatoria que dé seguimiento a los procesos implementados por las compañías pues, como se 

verá, algunos carecieron de una Consulta Indígena o ésta se implementó de manera tardía, por 

citar un ejemplo. Por otro lado, se argumenta que algunos de los proyectos se instalaron en zonas 

vulnerables con alto valor ecológico y con gran capacidad de captura de carbono, como 

humedales y manglares.    

En síntesis, los factores que llevan a que los emprendimientos de energía carezcan de 

aceptación social son diversos y complejos y pueden ubicarse desde lo político, lo ambiental, lo 

económico, lo cultural y lo social, estando, en la mayoría de las veces, fusionados. En total, 29 

proyectos de energía eólica o solar han planeado su instalación en la entidad (tabla 1), de los 

cuales 6 han sido suspendidos por algún tipo de oposición o conflicto (tabla 2).   

 

Tabla 1. Proyectos eólicos o fotovoltaicos en el estado de Yucatán 

 

1. 1 Central eólica de 

la Península 

Suspendido Grupo 

Marhnos 

Dzilam de 

Bravo 

Eólico 

 
3 Para más información se sugiere consultar: Bracho, R. Flores, F. Morgenstein, J. Aznar, A. Castillo, R. y Settle, E. 
(2021). Evaluación energética de la península de Yucatán: Vías para un sistema energético limpio y sustentable. Power Partnership. 
https://www.nrel.gov/docs/fy21osti/81142.pdf así como la página web oficial del FOTEASE: 
https://www.gob.mx/sener/articulos/el-fondo-para-la-transicion-energetica-y-el-aprovechamiento-sustentable-
de-la-energia-es-un-instrumento-de-politica-publica-de-la-secretaria  

Nombre del 

proyecto 

Estatus Compañía Ubicación Tipo 

https://www.nrel.gov/docs/fy21osti/81142.pdf
https://www.gob.mx/sener/articulos/el-fondo-para-la-transicion-energetica-y-el-aprovechamiento-sustentable-de-la-energia-es-un-instrumento-de-politica-publica-de-la-secretaria
https://www.gob.mx/sener/articulos/el-fondo-para-la-transicion-energetica-y-el-aprovechamiento-sustentable-de-la-energia-es-un-instrumento-de-politica-publica-de-la-secretaria
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2.  Península 

(Progreso) 

En operación Vive Energia Progreso Eólico 

3.  Tizimin I En operación Avant Energy Yohactun, San 

Francisco, 

Santa Clara 

Eólico 

4.  Eólica del Golfo 1 

Dizilam 

En operación Vive Energia Dzilam Eólico 

5.  Kabil En planeación Aldesa Buctzotz Eólico 

6.  Yucatán Suspendido Envision 

Energy 

Suma y 

Cansahcab 

Eólico 

7.  Dzidzantún En planeación Siemens 

Gamesa 

Dzidzantún y 

Temax 

Eólico 

8.  Kimbila Suspendido Elecnor Kimbila Eólico 

9.  Temax Suspendido Avant Energy Temax, 

Dzilam 

González y 

X-bec 

Eólico 

10.  Arco Nuevo Suspendido Ganz 

Renovables 

Cenotillo, 

Tecal de 

Venegas 

Eólico 

11.  Buena Esperanza Suspendido Ganz 

Renovables 

La gran lucha, 

Buctzotz 

Eólico 

12.  Sucilá Suspendido Elecnor Sucilá Eólico 

13.  Tunkas I y II Suspendido Iberia Group Tunkás Eólico 

14.  Panabá I y II Suspendido Elecnor San Francisco Eólico 

15.  Kabil  En planeación Aldesa Buctzotz Eólico 

16.  Cansahcab En planeación BH Clean 

Energy 

Cansahcab Eólico 

17.  Chacabal I y II Suspendido Aldesa Motul y Suma Eólico 

18.  Sinanche I y II Suspendido Fuerza y 

Energía 

Sinanche y 

Xitibcanul 

Eólico 
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Limpia de 

Yucatán y 

Fuerza y 

Energía 

Limpia de 

Kukulkán 

19.  Chicxulub Suspendido Elawan 

Energy 

Motul, Ixil y 

Progreso 

Eólico 

20.  San Ignacio En operación Jinko Solar Progreso Fotovoltaico 

21.  Kambul En operación Photoemeris 

Sustentable 

Justicia Social Fotovoltaico 

22.  Ticul Suspendido SunPower San José 

Tipceh 

Fotovoltaico 

23.  Yucatán Solar Suspendido Jinko Solar Valladolid Fotovoltaico 

24.  Mi granja solar 

Telchac 

Suspendido Mi Granja 

Solar Telchac 

S.A.P.I de C.V. 

Sacalúm Fotovoltaico 

25.  San Francisco Suspendido Solar Green San 

Francisco, 

Tinum 

Fotovoltaico 

26.  Sucilá Suspendido Desarrollo Pv 

Yucatán, S.A 

De C.V. 

Sucilá Fotovoltaico 

27.  K`iin En planeación Kiin Energy Ticopó y 

Acanché  

Fotovoltaico 

28.  Oxcum – Umán Suspendido Suman Oxcum y 

Umán 

Fotovoltaico 

29.  Uayma Suspendido Atlas 

Renewable 

Energy 

Uayma y 

Valladolid 

Fotovoltaico 

Fuente: Elaboración propia con datos de Articulación Yucatán (2021) y Clavijo y Castrejón (2020). 
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Tabla 2. Proyectos eólicos o fotovoltaicos suspendidos por oposición social en 

el estado de Yucatán 

Nombre del 

proyecto 

Estatus Compañía Ubicación Tipo 

Kimbila Suspendido Elecnor Kimbila Eólico 

Sinanche I y II Suspendido Fuerza y Energía 

Limpia de 

Yucatán y Fuerza 

y Energía Limpia 

de Kukulkán 

Sinanche y 

Xitibcanul 

Eólico 

Chicxulub Suspendido Elawan Energy Motul, Ixil y 

Progreso 

Eólico 

Ticul Suspendido SunPower San José Tipceh Fotovoltaico 

Yucatán Solar Suspendido Jinko Solar Valladolid Fotovoltaico 

Fuente: Elaboración propia con datos de Articulación Yucatán (2021) y Clavijo y Castrejón (2020). 

Como es conocido, otras entidades también han presentado casos de rechazo asociados 

a proyectos de generación de energía renovable a gran escala, destacando el caso de la falta de 

aceptación a la que se enfrentan parques eólicos en Oaxaca. Si se observa de forma general, las 

motivaciones que conducen a la oposición hacia este tipo de proyectos en Yucatán y Oaxaca 

presentan varias similitudes. Responden a lo que ciertos grupos consideran daños ecológicos, 

violaciones a los derechos humanos, pérdida de sitios sagrados, pagos de arrendamiento bajos, 

mecanismos de regulación y de participación insuficientes y problemáticas por la propiedad de 

la tierra4. En ese sentido, en ambas entidades se han denunciado mortandad de aves, alteración 

de los mantos freáticos, la presencia de figuras caciquiles que facilitan la privatización de tierras 

comunales o ejidales con la intención de negociar su posterior arrendamiento para proyectos de 

energía, etc.  

En otras poblaciones indígenas donde proyectos eólicos han tenido dificultades para 

instalarse, como en Ejido Kiliwas, Baja California, el descontento ha estado más asociado a 

 
4 En un artículo previo de la autora se ofrecen más detalles al respecto. Consultar: García, Y.M. (2023). La 
implementación de proyectos eólicos y solares en territorio indígena: marcos normativos y aceptación social en Foro 
Energético 7(10), p. 1-46. https://programaenergia.colmex.mx/wp-content/uploads/2022/12/Foro-Energetico-
10.pdf 
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cláusulas ambiguas en los contratos y a la falta de beneficios directos, por lo que ha habido una 

apertura a la renegociación sin que los proyectos encuentren rechazos plenos. Por otro lado, 

proyectos eólicos en entidades como Tamaulipas, Nuevo León y Coahuila, se han instalado 

mayoritariamente en tierras privadas sin aparentes inconvenientes. 

En cuanto a generación de energía solar son pocos los impactos negativos documentados 

y los casos de abierta oposición tal vez porque su implementación se dio de manera más tardía 

y porque, hasta ahora, se ubican de manera más aislada y no concentrados en zonas de potencial. 

No obstante, la población campesina de Calpulalpan, en Tlaxcala, ha emprendido en los últimos 

años una lucha legal contra el proyecto fotovoltaico Nueva Xcala, asentado en tierras ejidales 

pues, afirman, firmaron con engaños y sin conocer las consecuencias ambientales. 

De esta manera, el caso yucateco resulta digno de análisis al ubicarse en ese contexto de 

bonanza y desarrollo energético facilitado por las políticas implementadas durante el sexenio de 

Enrique Peña Nieto y al conjuntar una serie de elementos que han permitido que las renovables 

prosperen en algunos casos, o que se vean mermadas en otros. Por un lado, la entidad cuenta 

con las condiciones idóneas para desarrollar ambos tipos de tecnología, pero hasta ahora cuatro 

de los cinco proyectos en operación se encuentran en tierras privadas y solo uno en ejidales. 

Asimismo, destaca la fuerte presencia de población que se reivindica como maya, pero a la vez 

existe en la región una fuerte apertura al turismo y a la venta legal e ilegal de tierras de propiedad 

social, así como otros elementos que han conducido a complejizar la problemática. Por ello, vale 

la pena indagar estos contrastes asumiendo que la aceptación o el rechazo hacia este tipo de 

proyectos se construye a partir de especificidades no solo en cada entidad, sino en cada localidad. 

De este modo, para ofrecer respuestas al cuestionamiento central resultó fundamental 

conocer las opiniones, apreciaciones y percepciones de los sujetos y las colectividades analizadas 

para comprender los motivos que han conducido al rechazo. La investigación carece de hipótesis, 

ya que formular una puede conducir a sesgos, preconcepciones o juicios de valor al tratarse de 

aspectos vinculados a construcciones en el imaginario social individual y colectivo. Ahora bien, 

la metodología utilizada fue la cualitativa: su carácter flexible permite, justamente, prescindir de 

cuestiones deductivas mientras aporta los elementos suficientes para indagar, comprender y 

analizar los planteamientos de los actores gracias a su carácter abierto que, en gran parte, se va 

desarrollando durante el trabajo de campo. Debido al tiempo limitado de la investigación, la 

observación no fue participante, es decir, se limitó únicamente a la recolección de datos sin forjar 

algún vínculo con los entrevistados. 
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Las fases que se siguieron en este trabajo corresponden a las que Monje (2011) clasifica 

de la siguiente forma: 1) Preparatoria, 2) Trabajo de Campo, 3) Analítica e 4) Informativa. 

Básicamente, en la primera de ellas se hizo una revisión y un análisis documental de distintas 

fuentes (notas periodísticas, artículos científicos, capítulos de libros, leyes federales y estatales, 

etc) con la intención de contextualizar aspectos ligados a la política energética y a la zona de 

estudio; la segunda estuvo constituida por viajes de trabajo de campo con la finalidad de recoger 

información de primera mano directamente desde la experiencia de los informantes para, 

posteriormente, en la fase analítica, sistematizar lo recolectado durante las dos previas y 

encaminarse hacia la informativa que corresponde a la redacción de resultados.  

Así, partiendo del hecho de que el rechazo a parques eólicos y solares ha provocado una 

serie de enfrentamientos conocidos o clasificados desde la academia como conflictos 

socioambientales, es que resulta importante mencionar también este concepto pues, a pesar de que 

no hay consenso en cuanto a su definición, trabajos como el de Paz (2014), Merlinksy (2020), 

Walter (2009) y Gudynas (2014) concuerdan en señalar que éstos surgen cuando se da una 

confrontación entre dos o más actores y que implican relaciones de poder desiguales pero, a la 

vez, son productivos, es decir, crean nuevas dinámicas sociales. Por otro lado, se sostiene en este 

trabajo que ese conflicto surge, en parte, pero no exclusivamente, como producto de la falta de 

aceptación social que es, según Batellier (2016) “una herramienta/instrumento para repensar y 

discutir las decisiones de los actores públicos y privados, pero, sobre todo, un proceso y un 

resultado con un enfoque centrado en el público” (2016, p. 2). Por lo tanto, la aceptación es una 

construcción y los factores que contribuyen a ella deben ser comprendidos y analizados de 

acuerdo a esas particularidades contextuales antes mencionadas.  

Por último, se sostiene que la instalación de megaproyectos de energía en sí misma y las 

reacciones de aceptación o de rechazo hacia ellos están influidas por componentes ambientales, 

económicos, políticos, culturales y sociales, por lo que el concepto ecogubernamentalidad (Ulloa, 

2004) es valioso ya que alude a mecanismos de poder que, en torno a un discurso de protección 

ambiental, conducen a que las poblaciones adopten diversas actitudes y acciones. 

Con base en las preguntas, premisas, metodología y categorías planteadas, es que se 

desarrolla este trabajo que busca dar cuenta de los proyectos de energía renovable en Yucatán, 

sus implicaciones sociales y cómo incide la política nacional en estos rubros. 
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Contextualizando: Yucatán, pasado y presente 
 

El estado de Yucatán se divide en 106 municipios agrupados en 7 regiones: Poniente, Noroeste, 

Centro, Litoral Centro, Noreste, Oriente y Sur.  La mayoría de las localidades ubicadas en ellos 

se rigen por propiedad social de tipo ejidal; la entidad cuenta hoy con 736 núcleos bajo este 

régimen. Los ejidos en total ocupan una superficie de 2,170,138 hectáreas (Registro Agrario 

Nacional, 2022), lo que representa el 53.2% de las tierras del estado. Además, el 23.7% de la 

población de Yucatán habla alguna lengua indígena siendo la maya la más relevante (Instituto 

Nacional de Estadística y Geografía, 2022), por lo que la entidad se encuentra dentro de las que 

más hablantes de una lengua originaria concentra en el país solo por debajo de Oaxaca (31.2%) 

y Chiapas (28.2%).  

Ahora bien, de acuerdo con el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de 

Desarrollo Social (CONEVAL), el 49.5% de la población de Yucatán vivía bajo algún nivel de 

pobreza en el 2020 y del 2010 al 2015 esa condición aumentó sobre todo en los municipios 

indígenas (Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social, 2019). Además, 

aunque aproximadamente el 25% de la población no indígena vive bajo alguna condición de 

pobreza, más del 50% de la sí indígena lo hace, por lo que Yucatán es una de las entidades que 

presentan una brecha más grande en este sentido (Consejo Nacional de Evaluación de la Política 

de Desarrollo Social, 2020).  

Estas condiciones actuales de vulnerabilidad en la que se encuentran los pueblos 

indígenas de Yucatán pueden ser explicadas por el pasado histórico y contextual que sucedieron 

a nivel estatal y federal. Como es bien sabido, la entidad destacó a inicios del siglo XX por su 

gran producción henequenera y por la marcada división étnica que condujo a la Guerra de Castas 

en 1847. De hecho, Yucatán mantuvo sus condiciones coloniales estructurales hasta mediados 

del siglo XIX, siendo lo más llamativo la apropiación de tierras por parte de europeos o criollos, 

por un lado, y por parte de caciques locales por el otro (Ramírez, 2016). Además, los centros 

urbanos como Mérida, Valladolid y Campeche también disputaban su importancia. Por lo tanto, 

Yucatán se encontraba inmerso en relaciones de poder presentes en varios frentes, situación que 

se vio agravada por la inestabilidad política del país que se disputaba entre el centralismo y el 

federalismo y que finalmente condujo a la guerra entre mayas y blancos. Sin embargo, como 

Ferrer (s/f) refiere, esta división no fue tan esquemática, pues realmente los actores que 

participaron, y sus intereses, fueron variados y “las evidencias acumuladas permiten concluir que 
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no se trató propiamente de una guerra de castas […] se trató de una revolución social cuyo 

objetivo apuntaba de modo preferente a la supresión de las distinciones de casta” (Ferrer, s/f, 

p. 67). 

Un punto fundamental presente antes, durante y después este episodio ha sido, 

justamente, la relación con la tierra; ésta siempre tuvo un carácter profundamente comunitario 

para las poblaciones mayas, y la actividad agrícola, mayoritariamente milpera, estaba (y está) 

estrechamente vinculada al monte, es decir, con aquellas tierras que no tienen un propietario en 

específico5, lo que las hace accesible al trabajo colectivo. 

Así, Yucatán pasó por varios episodios cambiantes pero que tuvieron como conclusión 

la privatización de tierras. Por ejemplo, la “Ley de desamortización” expedida en 1856 por el 

presidente Miguel Lerdo de Tejada impedía que las corporaciones religiosas, educativas o del 

ayuntamiento poseyeran bienes inmuebles y dictaba que los que las arrendaban serían los nuevos 

propietarios, provocando con ello el acaparamiento de tierras en manos de algunos cuantos que 

instituyeron latifundios. Esto, entonces, propicio el crecimiento de lotes individuales o de 

grandes latifundios que dieron paso a las haciendas henequeneras en una especie de evolución 

de las haciendas agrícolas y azucareras de la etapa colonial. Sin embargo, los milperos de los 

pueblos siguieron desarrollando su actividad fundamentalmente en el monte.  

Ahora bien, el arribo del gobierno de Lázaro Cárdenas significó la restitución de bienes 

ejidales a partir de 1937 como producto de la Reforma Agraria, asegurando que con ello 

mejoraría la calidad de vida de los campesinos y no se afectaría la economía del estado. De este 

modo, tuvo lugar una democratización en el acceso a la tierra que golpeó a las estructuras 

latifundistas existentes; no obstante, el reparto agrario tuvo algunos puntos negativos ya que en 

Yucatán “ha sido un ejercicio político en un solo sentido, de arriba abajo” (Baños, 1988, p. 309), 

es decir, éste no fue un proceso que se diera con la participación de los pueblos sino, de algún 

modo, una imposición que incluso en otras partes del país modificó los modos de vida y de 

organización de las poblaciones indígenas (García, 2021). Aunque el ejido estabilizó en gran 

medida las áreas rurales al darles certeza a los que se erigieron como “derechosos”, y aunque los 

ejidatarios se concibieron en ese momento como fundamentales para el desarrollo del país, 

también tuvo una doble intención, pues “el reparto de las tierras se concebía como una operación 

estratégica de desarrollo económico y social, encaminada a romper las trabas que la estructura 

 
5 Actualmente los habitantes rurales de Yucatán utilizan la palabra “monte” para referirse a las zonas más 
conservadas, es decir, a aquellas de gran vegetación y que corresponden generalmente a selva baja. 
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latifundista imponía al desarrollo capitalista en el campo y principalmente a la industrialización” 

(Baños, 1988, p. 312). 

Con la modificación del ejido ocurrió también una reestructuración jerárquica pues, por 

ejemplo, el reconocimiento de solo algunos como ejidatarios sembró el caldo de cultivo para 

nuevas disputas al interior de las comunidades al significar relaciones desiguales. Por otro lado, 

las actividades henequeneras también cambiaron, disminuyendo desde entonces. Sin embargo, 

sería varios años después, a partir de la década de los 70, cuando la producción de henequén 

entraría completamente en crisis, ello fundamentalmente por tres factores: la proliferación de 

fibras sintéticas, el desinterés por continuar con esta actividad y la pérdida de incentivos por 

parte del Estado. De este modo, aunque durante varios años la producción henequenera 

representó más del 50% de los ingresos de la entidad, para 1980 únicamente aportaba el 25.6%. 

La reducción del henequén trajo consigo nuevas transformaciones socioeconómicas y 

territoriales, pues le abrió paso a un proceso de urbanización.  

En efecto, a la par que decaía la actividad campesina, Yucatán se posicionaba hacia la 

consolidación de Mérida como una gran urbe, pero en un sentido diferente; las actividades 

terciarias comenzaron a ganar terreno poco a poco y actualmente representan el 71.05% del PIB 

estatal (Consejo Estatal de Población, 2022). Sobre todo, este gran boom puede ser atestiguado 

de 1970 a 1990, período en el que la población del estado pasó de 758,355 a 1,362,940 habitantes 

(Baños, 1993).  

De esta manera, se fueron polarizando dos mundos: el de la ciudad y el del campo, pues, 

si bien la decadencia en la producción de henequén de forma marcada a partir de 1960 orilló a 

las comunidades rurales a desplazarse para buscar trabajo como mano de obra en los centros 

urbanos también fueron, al mismo tiempo, relegándose ya que no solo una migración interna 

tenía lugar, sino el arribo de agentes externos provenientes de otras partes del país e, incluso, del 

extranjero. Así, “al comenzar los años sesenta, la combinación de la crisis de la industria 

henequenera y el crecimiento demográfico generó una presión social tal sobre los ejidos que 

desató un forcejeo entre los ejidatarios por mejores salarios […] los ejidatarios sólo conseguían 

en el ejido dos o tres días de trabajo a la semana, mal pagado” (Baños, 1993, p. 428). Al mismo 

tiempo, el abandono por parte del Estado se hacía más profundo, pues dejaron de otorgarse 

subsidios a la actividad henequenera sin cubrir las necesidades de las poblaciones rurales, las 

cuales se trasladaban a las ciudades en búsqueda de empleo pero teniendo que competir, desde 
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una posición de desventaja, con esos nuevos agentes. No es de extrañar, pues, que las 

comunidades indígenas yucatecas sean las más vulnerables de la entidad. 

Poco a poco Mérida creció en su posición de capital estatal, centralizando el poder 

político y económico como resultaba obvio pero, a la vez, provocando un mayor abandono del 

campo yucateco que se hace latente actualmente en hechos como que solamente el 4.24% del 

PIB estatal proviene de actividades primarias (ganadería, agricultura, pesca y aprovechamiento 

forestal). La apertura al turismo en los últimos años ha llevado a que las principales actividades 

económicas estén constituidas, hoy por hoy, por el comercio, los restaurantes, hoteles, transporte 

y servicios financieros e inmobiliarios (Consejo Estatal de Población, 2022). Ahora bien, se debe 

considerar que estas transformaciones en Yucatán no ocurrían de manera independiente, pues 

también cambios nacionales acontecían e influían en el campo mexicano. 

Particularmente, en la década de los 80 el gobierno encabezado por Miguel de la Madrid 

se orientó hacia la privatización de algunas compañías y, en materia agraria, por la reducción del 

reparto de tierras, lo cual queda como un objetivo secundario para, en su lugar, dar paso a un 

plan de desarrollo rural basado en “la seguridad jurídica de su tenencia, en la organización, en el 

apoyo a la producción, en mecanismos más eficientes de comercialización” (De la Madrid, 1987, 

p. 267). Buscaba abrirse el campo al mercado al mismo tiempo que buscaba hacérsele frente al 

minifundio (aquellas parcelas improductivas). Estas políticas serían continuadas en el gobierno 

de Carlos Salinas de Gortari, iniciado en 1988 y célebre por instituir modificaciones en varios 

aspectos de política pública, particularmente energética, comercial y territorial.  

Así, el 6 de enero de 1992 sería aprobada una reforma al artículo 27 constitucional que 

tuvo efectos sobre las tierras ejidales hasta entonces inalienables, imprescriptibles e 

inembargables. Con su aprobación, la ley dejaba de reconocer la existencia de la pequeña 

propiedad agrícola para sustituirla por la pequeña propiedad rural y, de este modo, integrar bajo 

el mismo esquema a todas las tierras dedicadas a la agricultura, a la ganadería, las actividades 

forestales y otras, pero sin duda los puntos más importantes fueron el fin del reparto agrario y la 

profundización de la capitalización del campo a través de la autorización de asociaciones y 

sociedades para impulsar acciones de producción y, a la vez, comercializar la tierra. La reforma 

“mantuvo el derecho territorial de los pueblos indígenas; la propiedad ejidal de uso común y 

predial continuó siendo inalienable, no así la de uso agrícola que a partir de entonces puede ser 

vendida. Las sociedades comerciales adquirieron el derecho de ser propietarias y asociarse con 

los ejidos” (Presidencia de la República, 1994, s/p). 



15 
 

En general, los cambios impulsados por el salinismo han sido considerados como 

privatizadores (Alvarado, 1996), pues no solo el campo fue objeto de mercantilización, sino 

también varias compañías estatales y servicios públicos. La reforma transformó a la propiedad 

colectiva bajo el argumento de darle certeza jurídica, ordenarla y regularla; en pocas palabras, 

buscó promover la asociación entre ejidatarios y el capital privado lo que, en lugar de reducir el 

rezago del campo, propició su abandono y una mayor marginación de las poblaciones rurales 

que permanecieron en él como producto del despojo de tierras o malas negociaciones. De esta 

forma, el gobierno de Salinas de Gortari encabezó una serie de modificaciones que trastocaron 

no solo al campo, sino la vida pública y social de todo el país, y otros dos elementos de esas 

modificaciones serían la firma del Tratado de Libre Comercio de Estados Unidos con México y 

Canadá (TLCAN) y, como consecuencia del mismo, la Ley del Servicio Público de Energía 

Eléctrica (LSPEE).  

El TLCAN, firmado en diciembre de 1992, iba en concordancia con la misma política 

que guiaba al salinismo y por ello fue también objeto de críticas de sectores que consideraron 

que acentuaría la privatización de la tierra y las relaciones comerciales desiguales. De hecho, el 

tratado significaba un reto para México como un país en vías de desarrollo, lo que significaba 

que no estaba en las mismas condiciones para negociar y, aunque éste le permitió incrementar 

sus exportaciones y obtener mayores ganancias para el Estado en general, “provocó una 

precarización del empleo: reducción del salario, aumento del empleo informal y sub-empleo (o 

subcontratación). En 1998 el salario mínimo era 31% menor al habido en 1980, y para inicios de 

este milenio, el salario era 25% menor” (Calderón y Rivas, 2019, p. 143).  

En Yucatán en específico, las políticas salinistas contribuyeron al desmantelamiento de 

la agonizante industria henequenera pues, aunadas a acciones de los gobiernos estatales, 

permitieron la venta de Cordemex en 1991, empresa paraestatal encargada de comercializar el 

henequén, frenando con ello también cualquier tipo de subsidio a su producción. El Programa 

Nacional de Solidaridad (PRONASOL), creado también por Salinas de Gortari, ayudó a atenuar 

los efectos adversos que la caída del henequén representó, como el aumento del desempleo, y 

aunque permitió cierta estabilidad no significó tampoco la reducción de la pobreza. 

Más tarde, en los 90, los gobiernos estatales buscaron impulsar la actividad económica 

de Yucatán instalando maquiladoras que dieran empleo a la población local y este cambio estuvo 

acompañado de mejoras en la infraestructura, apertura de caminos, etc. No obstante, “no 

significaron una mejora en los ingresos de las familias. En 1997, los obreros maquiladores de 
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Yucatán ganaban 93 dólares al mes, por debajo de los salarios que percibían los obreros en 

Honduras (100 dólares) y del promedio de ingresos en México (140 dólares)” (Pérez, 2011, p. 

311). Así, aunque durante esa década se implementaron algunos programas sociales y se llevaron 

a cabo algunas acciones para mitigar el desempleo, éstos no tuvieron realmente un impacto 

significativo en la calidad de vida de las personas.  

Como se comentaba, en los últimos 20 años Yucatán ha tenido una gran apertura al 

turismo, a la inmigración y, en consecuencia, a la industria inmobiliaria. Esto es sumamente 

importante porque ha facilitado que, precisamente gracias a las condiciones que se han descrito, 

la compra-venta de tierras ejidales sea un fenómeno palpable y muy presente en la entidad y del 

que se derivan diversas problemáticas como operaciones ilegales para adueñarse de tierras 

incluso sin conocimiento de los pobladores, punto que se retoma más adelante. En suma, 

algunos académicos como Llanes (2019) consideran que, al menos desde entonces, ha tenido 

lugar un proceso que busca privatizar al campo mexicano y abrirlo a relaciones comerciales 

dejando de lado a los pueblos que habitan en él, especialmente a los de origen indígena.  

Llanes ha identificado cómo actuaron estos elementos en el caso particular de Yucatán 

bajo un modelo al que llama “nuevo rostro” o “reindustrialización” (Llanes, 2019) y que puede 

ser atestiguado con una notoria apertura al sector privado que se incrementó de nueva cuenta en 

fechas recientes; en el 2014 la iniciativa privada invirtió más de 10 mil millones de pesos en el 

estado, lo que se tradujo en el arribo de plantas cerveceras, fábricas de plásticos, desarrollos 

inmobiliarios y turísticos, granjas porcícolas e instalaciones de energía renovable, 

fundamentalmente parques eólicos y solares. Cabe señalar que todos estos proyectos se han 

enfrentado a la inconformidad de los pueblos y han sido objeto de discusión por sus posibles 

impactos. 

Así, Llanes identifica tres factores que han posibilitado en los últimos años la 

organización comunitaria de las poblaciones indígenas y rurales en la década reciente: “1) el 

“nuevo rostro” de Yucatán: atracción de inversiones, crecimiento económico y 

reindustrialización; 2) transformaciones jurídicas: reformas agrarias, en derechos humanos y 

energéticas, y 3) redes de defensa de derechos humanos” (Llanes, 2019, p. 115). En efecto, de 

acuerdo con él algunos otros cambios en materia de derechos humanos han permitido un cambio 

en las relaciones de poder que se expresan en el territorio; por ejemplo, la concientización de 

que no solo los ejidatarios tienen poder de decisión, sino que todo el pueblo puede incidir en 

este sentido para exigir derechos y frenar la ocupación de tierras. 
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En resumen, hasta ahora se han querido dejar de manifiesto varios puntos para el análisis 

y la reflexión; en primer lugar, los elementos históricos y políticos que, en general, permiten 

comprender las condiciones por las que han atravesado las poblaciones campesinas e indígenas 

en Yucatán y que han configurado su presente, de lo que se desprende la importancia del 

territorio en una forma física y simbólica, las causas de sus condiciones socioeconómicas así 

como la presencia pero, al mismo tiempo, el abandono estatal; como Llanes afirma, la 

“reindustrialización” ha agravado el despojo y la marginación de los pueblos pero también ha 

llevado a su mayor organización. Como se verá, todos estos elementos son parte constitutiva del 

rechazo a los proyectos eólicos y solares que se han instalado, o han sido contemplados para 

hacerlo en algún momento, en el estado, más aún si se considera que parte de esos cambios en 

política pública impulsados por el salinismo tuvieron efectos en el sector eléctrico, estratégico 

ahora y entonces para el gobierno mexicano.  

 

El sector energético: transformaciones e influencias  
 

Como ya se apuntaba, la reforma impulsada a la Ley de Servicio Público de Energía Eléctrica 

(LSPEE) por el gobierno de Carlos Salinas de Gortari marcó un antes y un después en la forma 

en la que el sector energético se desarrolló al, básicamente, darle apertura al capital privado para 

la generación de su propia electricidad. Hasta entonces la política energética se basaba en la 

rectoría del Estado mexicano por medio de la Secretaría de Energía, Minas e Industria Paraestatal 

(SEMIP) que existió hasta 1994, año en el que se funda la actual Secretaría de Energía (SENER); 

pero también otras instituciones concentraban no solo el monopolio de los recursos energéticos, 

sino importante poder político: Petróleos Mexicanos (PEMEX) y la Comisión Federal de 

Electricidad (CFE) fundados en los 30 por el gobierno cardenista llevaban a cabo muchas de las 

actividades y proyectos más importantes en la materia. En efecto, PEMEX era la compañía 

estatal encargada de la exploración, producción, transporte, almacenamiento, refinación, 

transformación y venta de petróleo y CFE por su parte, llevaba a cabo importantes proyectos de 

generación eléctrica, teniendo actualmente 158 centrales conformadas por diversas tecnologías: 

ciclo combinado, termoeléctrica, hidroeléctrica, carboeléctrica, turbogás, combustión interna, 

nucleoeléctrica, geotermoeléctrica, eoloeléctrica y solar fotovoltaica (Comisión Federal de 

Electricidad, 2022). 
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Así, la actividad petrolera se llevó a cabo mayoritariamente en el sur del país en entidades 

ricas en este recurso como Tabasco, Veracruz y Campeche, y la electricidad fue generada en 

distintos rincones del país, destacando sobre todo áreas ricas en recursos fluviales que permitían 

la instalación de hidroeléctricas, las cuales se incrementaron en la segunda mitad del siglo XX. 

Desde entonces, PEMEX y CFE han enfrentado diversas problemáticas sociales asociadas a 

estas actividades pues, por ejemplo, comunidades pesqueras del sur de Veracruz han denunciado 

las afectaciones de que han sido víctimas como consecuencia de la extracción de petróleo y que 

les han acarreado problemas de salud (Bastian, 2013) y poblaciones indígenas de Oaxaca o 

Chiapas han tenido que ser desplazadas para la construcción de presas, tal como ocurrió en 1972 

en el municipio de San Lucas Ojitlán, Oaxaca, donde se posicionó el proyecto “Cerro de Oro” 

(Rojo, 2014). Esto resuena, por supuesto, con el rechazo que enfrentan hoy los proyectos de 

energía eólica y solar fundamentalmente llevados a cabo por desarrolladores privados. Para 

comprender estos cambios es necesario rastrear algunos de los hechos más importantes en la 

política energética mexicana.  

La anteriormente mencionada LSPEE fue decretada en 1975 bajo el gobierno de Luis 

Echeverria e incluía en su artículo 36 el reconocimiento de la figura de “autoabastecimiento” por 

medio de la cual personas físicas o morales podían generar su propia energía siempre y cuando 

no tuviera fines comerciales y la CFE no hubiera podido proporcionarles el servicio. 

Posteriormente, la LSPEE sería reformada en 1983 y en 1992. La última modificación fue 

instituida por el régimen salinista; a decir de algunos analistas, fue consecuencia de los acuerdos 

establecidos en el TLCAN ya que en su sexto capítulo estipula que el suministro de electricidad 

es un área estratégica reservada al Estado, pero a la vez que éste se compromete a permitir de 

varias formas la inversión privada en el sector. En específico, el tratado establece que las 

empresas podrán adquirir, establecer, u operar una instalación para la generación de electricidad 

para satisfacer sus propias necesidades, vendiendo el excedente a la Comisión Federal de 

Electricidad. “El TLCAN dio lugar a un cambio en el modelo de organización de la industria 

eléctrica en México: pasó del modelo de “Monopolio Estatal Integrado Verticalmente” en todas 

las fases de la industria, a un modelo de Comprador Único” (Ángeles, 2003, p. 298). De esta 

manera, el gobierno mexicano utilizó la figura de autoabastecimiento previamente existente para, 

modificándola, cumplir con lo pactado. Así, la nueva LSPEE detallaba que a partir de 1993 se 

permitía que:  
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sean varios los solicitantes para fines de autoabastecimiento a partir de una central eléctrica, tendrán el 

carácter de copropietarios de la misma o constituirán al efecto una sociedad cuyo objeto sea la generación 

de energía eléctrica para satisfacción del conjunto de las necesidades de autoabastecimiento de sus socios. 

La sociedad permisionaria no podrá entregar energía eléctrica a terceras personas físicas o morales (Cámara 

de Diputados, 1992). 

Al mismo tiempo se creaban también otras entidades importantes, como la de productor 

independiente, es decir, privados que podrían generar energía con la finalidad de vendérsela 

directamente a la CFE, o la de pequeña producción para proyectos con una potencia menor a 30 

MW. También la exportación e importación de energía fueron reconocidas (Cámara de Diputados, 

1992).  

Estas nuevas reglas permitieron un ascenso en el número de proyectos de energía ya que 

los permisos otorgados al sector privado antes de ese año tenían una capacidad de 599 MW 

repartida en 60 proyectos, los cuales se incrementaron en el 2021 a 19,703 MW correspondientes 

a 191 proyectos (Ángeles, 2003). Así, el primer permiso como productor independiente fue 

autorizado en 1997 para la instalación de la termoeléctrica Mérida III, ubicada justamente en el 

estado de Yucatán. 
En el marco de sus atribuciones, entre septiembre de 1994 y mayo de 2019 la Comisión Reguladora de 

Energía otorgó un total de 468 permisos de generación de energía eléctrica bajo la modalidad de 

autoabastecimiento […] Del total de permisos otorgados, 347 (74.2%) corresponden a centrales eléctricas 

que se encuentran en operación, 94 (20.1%) a centrales en construcción o por iniciar obras, y 27 (5.8%) a 

centrales cuyos permisos han terminado, han sido revocados o se encuentran inactivos (Instituto Mexicano 

para la Competitividad, 2022, p. 8). 

Empero, aunque estas nuevas medidas adoptadas en la legislación energética permitieron 

esta apertura, ello no fue visible en las renovables de manera inmediata, pues sería hasta el 2008 

cuando se inauguraría el primer parque eólico bajo esquema de autoabastecimiento y hasta el 2014 

cuando el primer fotovoltaico iniciaría operaciones. De hecho, la mayoría de los permisos eólicos 

y solares serían otorgados entre el 2005 y el 2015, es decir, bajo los gobiernos de Felipe Calderón 

Hinojosa y de Enrique Peña Nieto (Instituto Mexicano para la Competitividad, 2022). Esto es 

así porque, entre otros factores, a nivel internacional sucedían cambios que obligaban a México 

a adoptar medidas para reducir sus emisiones de dióxido de carbono y fomentar tecnologías 

limpias. De hecho, sería justamente en el 2005 cuando entraría en vigor el Protocolo de Kyoto, 

acuerdo firmado por 84 países para mitigar las emisiones de gases de efecto invernadero. 

Además, en esta etapa se siguió el esquema salinista de privilegio a la industria privada por así 

convenir a los intereses económicos del país. Incluso, desde el 2008 comenzó a cocinarse una 
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propuesta de Reforma Energética que en ese momento solo se expresaría en algunos cambios 

legales sobre todo en el sector de hidrocarburos. Fue en el 2013 cuando esta reforma se 

materializó ya bajo el gobierno peñanietista, la cual instrumentó modificaciones profundas que 

dividieron a la opinión pública por la aún mayor apertura al sector privado para, ya no solo 

generar energía, sino para comercializarla y, en el caso del petróleo, para otorgar concesiones de 

exploración y extracción. Aunque algunas fracciones políticas acusaron a este plan de pretender 

la privatización de PEMEX y CFE, según el propio gobierno federal se buscaba reforzarlos, 

pero al mismo tiempo incrementar el número de empleos (Secretaría de Energía, s/f).  

Como producto de la reforma se derogó la LSPEE y con ella desaparecieron las figuras 

de autoabastecimiento y de pequeño productor independiente, aunque fueron respetados los acuerdos 

previos bajo este esquema. En su lugar se implementó la Ley de la Industria Eléctrica (LIE), 

aprobada junto con la modificación de 12 leyes secundarias y la creación de 9 nuevas entre las 

que destaca la Ley de Transición Energética (LTE) que manifestó el interés por ampliar la 

producción de energías renovables de forma prioritaria, estableciendo que al menos el 30% de 

la energía generada en el país tenía que provenir de fuentes limpias para el 2021 y el 35% para el 

2024 (Cámara de Diputados, 2015), compromiso ratificado en el Acuerdo de París6 en 2015. De 

este modo, el Estado buscaba cubrir las necesidades energéticas del país y transitar hacia un 

modelo sustentable sin invertir en infraestructura; por el contrario, esta oportunidad representó 

también mayores inversiones extranjeras y alianzas comerciales, por lo que los beneficios 

parecían prometedores.  

Uno de los puntos centrales en el nuevo marco regulatorio fue la creación del Mercado 

Eléctrico Mayorista (MEM) “en el que los participantes podrán vender y comprar energía 

eléctrica, Potencia, Certificados de Energías Limpias, Servicios Conexos, y cualquier otro 

Productos Asociados que se requiera para el funcionamiento del Sistema Eléctrico Nacional” 

(Comisión Reguladora de Energía, s/f, p. 14). El MEM otorgaría permisos de producción de 

electricidad a los ahora llamados “Generadores”, que sustituyeron a los productores independientes y 

a aquellos que se encontraban bajo la modalidad de autoabastecimiento y, por otro lado, reconocería 

a los consumidores de energía como Usuarios Calificados (aquellos encargados de proporcionar el 

servicio eléctrico a los usuarios minoristas),  y Suministradores (proveedores de servicios a gran 

escala que comercializan la energía a terceros con los que acordaron previamente un contrato, 

 
6 Convenio firmado por 195 países y que da, de alguna forma, continuidad a los objetivos del Protocolo de Kyoto.  
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por ejemplo, empresas que venden energía a otras). De este modo, la misma CFE pasó a ser 

parte del MEM.  

Además, a partir del 2015 comenzaron a realizarse Subastas Eléctricas con la finalidad 

de asignar contratos de compra-venta entre los participantes del MEM, ejercicios que 

permitieron en gran medida la multiplicación de proyectos de energía renovable pues 67 de ellos 

fueron aprobados a través tres Subastas llevadas a cabo hasta que, en el 2018, el gobierno 

encabezado por Andrés Manuel López Obrador las canceló.  

Como se ve entonces, una suma de factores y cambios políticos permitieron el 

incremento de parques eólicos y solares, los cuales hoy suman 71 y 63 respectivamente, contando 

solo aquellos que están en operación. Sin embargo, a pesar de que desde la óptica del gobierno 

esto resultaba positivo y no podía significar sino ventajas, pronto comenzó a generar conflictos 

socioambientales en algunas comunidades rurales. Incluso, aún antes de la aprobación de la 

reforma este descontento se hizo palpable en el Istmo de Tehuantepec, Oaxaca, zona que ya 

contabilizaba 11 parques eólicos en funcionamiento para el 2012, mismo año en el que el rechazo 

al parque eólico Mareña Renovables alcanzaba su momento más álgido luego de que las 

comunidades huaves San Mateo del Mar, San Francisco del Mar, San Dionisio del Mar y la 

zapoteca Álvaro Obregón rechazaran el proyecto contemplado para ser, en ese momento, el más 

grande de América Latina con 132 aerogeneradores. Esta problemática escaló hasta el punto en 

el que enfrentamientos entre la policía estatal, personal de la empresa y pobladores tuvieron lugar 

y, posteriormente, derivó en la expulsión de los partidos políticos de San Dionisio y Álvaro 

Obregón (García, 2016).  

Este caso fue icónico porque representó un antes y un después en la discusión respecto 

a la relación entre los desarrolladores y las poblaciones locales, sobre todo en cuanto al respeto 

a los derechos humanos e indígenas, permitiendo además que estas temáticas se posicionaran en 

la Reforma Energética del 2013. Además, facilitó la consolidación de la primera Consulta 

Indígena en el país llevada a cabo en el 2014, a pesar de que México ratificó desde 1991 el 

Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) que establece que éstas tienen 

que realizarse  
cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente […] 

Los pueblos interesados deberán tener el derecho de decidir sus propias prioridades en lo que atañe al 

proceso de desarrollo, en la medida en que éste afecte a sus vidas, creencias, instituciones y bienestar 

espiritual y a las tierras que ocupan o utilizan de alguna manera, y de controlar, en la medida de lo posible, 

su propio desarrollo económico, social y cultural (Organización Internacional del Trabajo, 2014, p. 28).  
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Así, la Reforma Energética estipuló como requisito para los desarrolladores de energía la 

presentación de una Evaluación de Impacto Social (EvIS) que se sumaba al existente 

requerimiento de Manifestación de Impacto Ambiental (MIA) y, al mismo tiempo, reconoció el 

derecho a la Consulta Indígena. Ahora bien, es importante notar que algunos de los proyectos 

eólicos o solares que han sido rechazados por la población obtuvieron su autorización con 

anterioridad, todavía bajo un esquema de autoabastecimiento o de pequeños productores, y otros más 

ya durante la realización de Subastas. En general, es importante resaltar que el rápido incremento 

de éstos en las zonas con gran potencial ha sido determinante para gestar el descontento por sus 

impactos acumulativos y una falta de planeación estratégica para evitarlos o mitigarlos. En 

Yucatán, esto también puede ser observado a pesar de que actualmente solamente cinco 

proyectos de este tipo se encuentran en operación, pues 29 de ellos han sido considerados en la 

entidad. Aquí, el primer conflicto en torno a ellos nace justamente con los preparativos para la 

instalación del primer parque eólico en Dzilam de Bravo en el 2013, mismo que contaba, de 

manera previa a la reforma, con un permiso de autoabastecimiento; el resto de proyectos que 

han enfrentado la oposición de algunas fracciones de la población han sido producto de las 

Subastas creadas dentro del MEM. 

Cabe resaltar que, aunque Yucatán se posiciona como una de las principales entidades 

con buen potencial eólico y solar, otras regiones del país (como Coahuila y Baja California) 

concentran un mejor rendimiento. Empero, los factores que han permitido un creciente interés 

en instalar proyectos de energía renovable en la entidad son variados y se pueden resumir de esta 

forma: 1) su innegable capacidad para generar energía por medio de este tipo de tecnologías, 2) 

los cambios territoriales y políticos sufridos por el sector eléctrico a lo largo del tiempo, 

particularmente aquellos iniciados en 1992 y en 2013, 3) las políticas estatales que han facilitado 

el arribo de compañías del sector y 4) la demanda creciente de energía a nivel federal y estatal y 

la imposibilidad de cubrirla por otros medios.  

Al respecto, es necesario mencionar que las administraciones yucatecas han manifestado 

su completo apoyo a la instalación de parques eólicos y solares y que, desde su llegada a la 

gubernatura del estado en octubre del 2018, Mauricio Vila Dosal ha continuado la misma línea 

viendo el incremento de este tipo de proyectos como un logro de su gestión. En sus propias 

declaraciones: 
en 2018, en Yucatán sólo se estaban generando 15 gigawatts de energía limpia al año, pero un año después, 

pasamos a 695 gigawatts, lo que quiere decir 44 veces más de lo que estábamos generando. Esto tiene que 
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ver mucho con la iniciativa privada, pero también con las facilidades y el impulso que hemos dado en esta 

administración para que el tema de las energías renovables pueda ser una prioridad en esta administración 

(Gobierno del Estado, 2020). 

Además, el alza de proyectos de energía renovable obedece también a cuestiones 

estratégicas de la Península, pues ésta carece de suficientes suministros de gas, por lo que  
la electricidad es cara y poco confiable […] A medida que crecen las necesidades energéticas de la 

Península, no hay ninguna vía aparente a corto plazo y rentable para aumentar el suministro y la calidad 

del gas natural hasta los niveles necesarios para satisfacer plenamente la demanda. Es probable que las 

ampliaciones previstas de los gasoductos no satisfagan las necesidades de la Península a corto plazo […] 

Esta confluencia de retos hace que Yucatán se enfrente a precios de electricidad más altos y a cortes del 

servicio más frecuentes que otras regiones de México (Bracho, Flores, Morgenstein, Aznar, Castillo y 

Settle, 2021, p. V). 

Sin duda las decisiones que conforman el diseño del SEN y que facilitan o impiden desde 

las instituciones implementar proyectos de energía, forman parte de la ecogubernamentalidad, pues 

como Ulloa (2014) explica ésta es entendida  
como todas las políticas, los discursos, los conocimientos, las representaciones y las prácticas ambientales 

(locales, nacionales y transnacionales) que interactúan con el propósito de dirigir a los actores sociales a 

pensar y comportarse de maneras particulares hacia fines ambientales específicos (desarrollo sostenible, 

seguridad ambiental, conservación de la biodiversidad, acceso a recursos genéticos, entre otros). En esta 

ecogubernamentalidad, las organizaciones ambientales (gubernamentales y ONG), los actores sociales 

(incluidos los pueblos indígenas y su políticas culturales y ambientales), los ambientalistas y las 

comunidades científicas, entre otros, son agentes en el proceso de regular y dirigir las acciones sociales de 

acuerdo con lógicas y discursos que contribuyen al desarrollo de una concepción emergente de una 

gobernabilidad ambiental global. Sin embargo, lo anterior implica negociaciones y conflictos, al igual que 

acuerdos 

De modo que, en la concepción generalizada, los proyectos de energía renovable son 

positivos y están encausados a un fin global; son producto de problemáticas y de políticas 

internacionales, como el calentamiento global y los acuerdos para hacerle frente. A nivel federal 

esa ecogubernamentalidad se construye con los objetivos particulares que cada gobierno establece, 

precisamente como los cambios en la política mexicana muestran. Sin embargo, también hay 

otra ecogubernamentalidad que se construye en lo local y donde intervienen gobiernos municipales, 

autoridades ejidales y la población en general. Justamente como los conflictos socioambientales 

asociados a proyectos de energía muestran, las decisiones que se toman en lo local pueden incidir 

hasta, incluso, lograr la cancelación de un proyecto. Por lo tanto, debe observarse que las distintas 

escalas están interrelacionadas y que aunque el gobierno implementa políticas esperando que 
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sean tomadas de una forma determinada, esto no siempre ocurre así, pues se debe recordar que 

estamos ante procesos sociales cambiantes y que las relaciones humanas revisten complejidades. 

De esta forma, resultan importantes no solo las leyes federales sino también las estatales 

que, siguiendo la lógica internacional y nacional que prioriza la transición energética, contribuyen 

al incremento de proyectos renovables en la entidad buscando una mayor producción de energía 

limpia. De ello son muestra los primeros emprendimientos renovables en el estado: el primer 

parque eólico, Dzilam de Bravo, y la primera planta fotovoltaica, San Ignacio, ambos 

inaugurados en el 2019 precisamente durante la administración de Vila Dosal. Su gobierno 

elaboró un Plan Estatal de Desarrollo para el período comprendido del 2018 al 2024, en el que 

la cuestión energética resulta fundamental al establecer como uno de sus objetivos implementar 

acciones que garanticen a la población el acceso a la energía y, sobre todo, que esa energía 

provenga de fuentes no contaminantes. Así, en su eje ambiental el Plan definió siete políticas: 1) 

Conservación de recursos naturales, 2) Acción por el clima, 3) Agua limpia y saneamiento, 4) 

Manejo integral de residuos, 5) Energía asequible y no contaminante 6) Vida submarina y 

ecosistemas terrestres y 7) Movilidad sustentable (Gobierno de Yucatán, 2018). 

Para lograr los objetivos propuestos las autoridades estatales se enfocaron en el alto 

potencial de la entidad para la generación de energía, posicionándose en el octavo lugar nacional 

y siendo la eólica la fuente más prometedora. Además, el Plan se basó en la realización de 

Subastas Eléctricas como un aliado para lograr las metas propuestas, pues los proyectos 

asignados por este medio hasta el 2017 colocaban a Yucatán como el tercer estado con mayor 

inversión en el rubro (Gobierno de Yucatán, 2018). No obstante, no solo se ponía atención en 

la generación a gran escala, pues se contemplaba también un aumento en el número de proyectos 

de Generación Distribuida en casa habitación y en pequeñas industrias otorgándoles incentivos 

económicos.  

Cabe aclarar que el Plan Estatal de Desarrollo entró en diálogo y retomó puntos de 

iniciativas predecesoras que buscaban, de igual forma, mitigar las emisiones de gases de efecto 

invernadero producidas en la entidad e incentivar la generación de energía renovable. En 2010, 

la entonces gobernadora Ivonne Ortega Pacheco creó la Comisión Intersecretarial de Cambio 

Climático en Yucatán, en 2014 la siguiente administración encabezada por Rolando Rodrigo 

Zapata hizo lo propio con el “Decreto 176/2014 por el que se aprueba y ordena la Publicación 

del Programa Especial de Acción ante el Cambio Climático del Estado de Yucatán” que, en un 

estudio mucho más amplio, identificó la producción de energía como la causa principal de las 
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emisiones de gases de efecto invernadero en la entidad, con un 55.27% (Gobierno de Yucatán, 

2014), estableciendo tres acciones estratégicas para revertir la situación: 1) La sustitución del 

combustóleo por gas natural en el sector de generación de energía eléctrica, 2) La sustitución del 

combustóleo por gas natural en el sector industrial., 3) La sustitución de gasóleo y gasolina, en 

el sector transporte, por combustibles limpios. Del mismo modo, el Decreto hace un llamado a 

las instituciones federales para realizar análisis más serios sobre el potencial del estado para 

generar energía renovable, pues ubica a sus tres centrales termoeléctricas como problemáticas y 

ve en la biomasa, el ciclo combinado, las granjas solare y fotovoltaicas, áreas de oportunidad 

(Gobierno de Yucatán, 2014).  

También bajo el gobierno de Rodrigo Zapata fue publicada la Estrategia Estatal de 

Energía Sustentable del Estado de Yucatán. Gracias a su potencial fotovoltaico y eólico, clasifica 

a la entidad como un posible exportador neto de electricidad, aunque se reconoce que en cuanto 

a combustibles, “depende del abasto proveniente de otros estados del país ya que Yucatán no 

cuenta con recursos ni producción propia. Una consecuencia de esto es el riesgo de desabasto, 

particularmente de gas natural, ya que el Estado depende de su suministro a partir del gasoducto 

privado de Mayakán, proveniente del Estado de Campeche” (Gobierno de Yucatán, 2015). La 

Estrategia señala dos aspectos sumamente relevantes; por un lado, que la transición energética 

debe darse sin socavar el desarrollo social, respetando los derechos de las comunidades y grupos 

vulnerables, así como salvaguardando la biodiversidad, y por otro que actualmente Yucatán no 

cuenta con leyes estatales que fomenten el desarrollo de energías renovables, por lo que éste se 

rige únicamente por las federales. El documento parte de cuatro ejes: 1) Fomentar la inversión 

en energías limpias, 2) un desarrollo ordenado y sustentable del sector, 3) acceso equitativo a 

estas tecnologías y 4) eficiencia y competitividad, aunque reconoce como limitantes el, en ese 

momento nuevo, marco regulatorio del Mercado Eléctrico Mayorista que “en el corto plazo 

representa una gran  incertidumbre para desarrolladores e inversionistas que buscan desarrollar 

el sector de  energías renovables” (Gobierno de Yucatán, 2015, p. 7) y las condiciones 

meteorológicas del estado que podrían tener impactos en la infraestructura energética del Estado. 

Finalmente, en el 2016 Quintana Roo, Campeche y Yucatán firmaron la creación del 

Fondo de Cambio Climático de la Península de Yucatán (FCCPY) para hacer frente a las 

actividades generadores de emisiones de efecto invernadero tales como la deforestación, el mal 

manejo de recursos hídricos y el uso de hidrocarburos. De este modo, Yucatán ha dispuesto de 

diversos mecanismos que buscan fomentar las energías renovables y reducir los impactos 
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ambientales negativos, aunque éstos representaron ejercicios aislados e independientes sin 

mucha posibilidad de incidencia al carecer de estrategias claras y concisas. Por ello, el decreto de 

Ley de Cambio Climático del Estado de Yucatán en el 2021 buscó precisamente su integración 

asignando responsabilidades y competencias a los actores estatales, entre las que se incluyen la 

tarea de la Secretaría de Desarrollo Sustentable de impulsar, en colaboración con la Secretaría de 

Fomento Económico y Trabajo, el crecimiento tecnológico e industrial para la generación de 

energías limpias. 

No obstante, a la par de estas medidas federales y estatales, algunos otros estudios con 

el mismo fin han sido llevados a cabo por actores no gubernamentales, destacando el 

“Instrumento de Promoción para la Transición Energética para el Estado de Yucatán” realizado 

por el Centro de Investigación Económica y Presupuestaria, A.C. (CIEP) y la Cooperación 

Alemana para el Desarrollo Sustentable en México (GIZ), el cual hace un análisis de la política 

energética nacional para, eventualmente, dar cuenta de los instrumentos jurídicos que posee el 

estado en materia energética y climática, identificando 14. Además, el estudio apunta que se han 

establecido cobro de derechos y descuentos en impuestos que inciden en la transición energética 

yucateca, contenidas principalmente en la Ley General de Hacienda (Congreso del Estado de 

Yucatán, 2022) y en la Ley de Protección al Medio Ambiente (Congreso del Estado de Yucatán, 

2021). A la vez, también se estipula un estímulo para aquellos contribuyentes que demuestren 

una disminución equivalente al 20 % de emisiones emitidas en el ejercicio fiscal anterior. 

El estudio tiene como objetivo “proveer a actores clave un instrumento de planeación 

para la elaboración y aplicación de políticas públicas fiscales para el Estado de Yucatán que 

incentive el proceso de transición energética desde un punto de vista local” (Centro de 

Investigación Económica y Presupuestaria, 2022, p. 4), tomando como referentes leyes y 

ejercicios que han favorecido esa transición en otros contextos y documentando, a través de 

entrevistas con distintos involucrados, percepciones y propuestas para fortalecerla.  

Sin embargo, a pesar de todos estos incentivos y necesidades, en total 24 proyectos de 

energía renovable están hoy suspendidos en el estado como consecuencia de demandas 

interpuestas por los mismos pueblos, o bien, a causa de la nueva política energética 

implementada a partir del 2018 por el nuevo gobierno federal encabezado por Andrés Manuel 

López Obrador, enfocada en devolverle protagonismo a la CFE y a PEMEX limitando la 

generación privada. Efectivamente, como se comentaba, fue justamente en ese año cuando se 

suspendió indefinidamente la realización de la cuarta Subasta Eléctrica y, posteriormente, el 15 
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de mayo del 2020, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el “Acuerdo por el que se 

emite la Política de Confiabilidad, Seguridad, Continuidad y Calidad en el Sistema Eléctrico 

Nacional” que, bajo el argumento de dar un nuevo orden al Sistema Eléctrico Nacional para 

mejorar su estabilidad, reducía la operación de las energías “intermitentes” (es decir, aquellas que 

no producen todo el tiempo, como la eólica y la solar que dependen del clima), cancelando 

nuevos proyectos de este tipo.  

Más tarde, en septiembre del 2021, López Obrador propuso una Reforma Eléctrica 

cuyos principales objetivos eran: otorgar personalidad jurídica a la Comisión Federal de 

Electricidad, la incorporación de organismos autónomos como el Centro Nacional de Control 

de Energía (CENACE) a ésta, la nacionalización del litio, devolverle la rectoría en materia 

energética al Estado y revisar los permisos otorgados bajo el esquema de autoabastecimiento 

considerados “ilegales” al comercializar energía sin la autorización correspondiente. La Reforma 

fue sumamente cuestionada por empresarios, la oposición política y algunos científicos y 

académicos que consideraban que privilegiaba a las fuentes contaminantes como los 

combustibles fósiles por sobre las renovables, que privaba a la libre competencia e implicaba el 

retorno a un monopolio.  

Finalmente, ésta fue rechazada por la Cámara de Diputados, pero la situación jurídica 

energética actual es inestable debido a que algunas modificaciones legales continúan vigentes y 

siguen representando incertidumbre para la inversión en nuevos proyectos, a la vez que las 

subastas y la construcción de nuevas líneas de transmisión siguen suspendidas. Empresas con 

plantas renovables que ya se encontraban en planeación han interpuesto juicios de amparo contra 

estas medidas con una respuesta exitosa; sin embargo, es notorio que el sector no atraviesa un 

buen momento. Por lo tanto, el hecho de que la reforma haya sido rechazada no faculta al nuevo 

gobierno para consumar los cambios que pretendía, pero a la vez, tampoco facilita a los privados 

incrementar el número de proyectos de energía con el ritmo al que se desarrollaban en el sexenio 

anterior.  

Al respecto, Vila Dosal declararía que “todos estos proyectos están detenidos por la falta 

de certeza jurídica, si se hubiesen concretado estos proyectos, Yucatán se convertiría en el primer 

estado de toda la República Mexicana en producir más energía limpia de la que consume y 

posicionado como un ejemplo mundial” (Lliteras, 2021). 
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Parques eólicos y solares, efectos locales 
 

En Yucatán el primer parque eólico comenzó a concebirse precisamente cuando en Oaxaca tenía 

lugar el punto más álgido del conflicto en torno a Mareña Renovables y cuando, en general, se 

hacía palpable un descontento más generalizado hacia los proyectos eólicos en el Istmo de 

Tehuantepec. Así, en el 2012 la empresa mexicana Vive Energía presentó su estudio de 

Manifestación de Impacto Ambiental ante la SEMARNAT para la instalación de “Eólica del 

Golfo 1” en el municipio Dzilam de Bravo, la cual fue rechazada. Este proyecto, autorizado por 

la CRE aún bajo el esquema de autoabastecimiento, dotaría de electricidad a Cinépolis, a la empresa 

alimenticia Herdez, al Tren Suburbano Buenavista-Cuautitlán en el Valle de México, a la cadena 

de supermercados local Super Aki y al Grupo Porcícola Kekén. Sin embargo, desde que fue 

anunciada su planeación, algunas personas, sobre todo aquellas vinculadas al sector académico y 

científico que posteriormente se agruparon en la organización Articulación Yucatán, mostraron 

su desacuerdo, pues éste se ubicaría muy cerca de la costa en una zona de manglares de alta 

vulnerabilidad e importancia ecológica. A pesar de que sus argumentos lograron frenar el 

proyecto y de que buscaron documentar los impactos sobre los murciélagos y las aves, finalmente 

el parque fue autorizado e instalado en terrenos privados en el 2019.  

Como se comentaba, desde entonces 29 proyectos han sido contemplados en la entidad 

(Tabla 1), pero solamente cinco han logrado consumarse, siendo todos los demás producto de 

las Subastas Eléctricas; curiosamente, cuatro de ellos operan en tierras privadas lo cual resulta 

interesante para el análisis pues se puede deducir que el tipo de propiedad está directamente 

relacionada con la capacidad para organizarse y rechazar un proyecto, pero también que las 

relaciones que se tejen en la propiedad colectiva remiten directamente a otras conflictividades 

internas. Además, los elementos identitarios y étnicos parecen influir en ese rechazo.  

Varios de los proyectos planeados para ser instalados en Yucatán han sido objeto de 

rechazo en algunos grupos formados por habitantes de las comunidades donde pretenden 

instalarse, mismos que se han organizado y movilizado con ayuda de otras agrupaciones como 

la misma Articulación Yucatán o la Asamblea Múuch' Xíinbal que se autodefine como “mujeres 

y hombres mayas de diferentes comunidades de la Península de Yucatán, mayormente ejidatarios 

y campesinos que ven afectados el territorio Peninsular por megaproyectos de parques eólicos y 

fotovoltaicos implementados por empresas que al clásico modo conquistador llegan a arrebatar 

nuestras tierras para desarrollar su negocio” (Asamblea Múuch' Xíinbal, 2020).  
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La propia autopresentación de Múuch' Xíinbal ofrece elementos para pensar en las 

causas que conducen a que los proyectos no gocen de aceptación social, pues remite al abandono 

histórico de que han sido objeto los pueblos indígenas y que ya mencionábamos previamente y 

también cómo, desde su concepción, han sido violentados y despojados. Por tanto, varias 

cuestiones simbólicas son, de inicio, determinantes para comprender su oposición: los proyectos 

de energía renovable representan un modelo de desarrollo y responden a intereses económicos 

y políticos donde ellos no han sido considerados. Además, el hecho de que se trate de 

desarrolladores privados y extranjeros incrementa el agravio y la sensación de que “algo” les está 

siendo arrebatado. Sin embargo, en la conformación de ese rechazo intervienen también factores 

ambientales, procedimentales y territoriales. 

Así, a la fecha, los proyectos eólicos Chicxulub, Kimbilá, Sinanché y Chacabal y los 

fotovoltaicos Ticul y Yucatán Solar han enfrentado oposiciones importantes; todos ellos tienen 

en común su posible ubicación en poblaciones indígenas bajo el régimen ejidal. Evidentemente, 

resulta más sencillo negociar el arrendamiento de las tierras cuando éstas tienen solamente un 

propietario y no existe la necesidad de realizar una Consulta Indígena. Sin embargo, la 

materialización de los proyectos suele ser lenta aun cuando han cumplido con los requisitos que 

la norma les exige y han negociado la renta de la tierra exitosamente. Por ejemplo, el Parque 

Eólico Progreso tardó cinco años en ponerse en marcha. En adición, es necesario mencionar 

que los proyectos que obtuvieron sus autorizaciones antes de la Reforma del 2013 no están 

obligados a realizar una EvIS y que, aquellos que entraron en operación antes del 2014 no 

requieren llevar a cabo una consulta de manera retroactiva. Sin embargo, en otros casos la puesta 

en marcha de una consulta ha sido pasada por alto, o bien, se ha hecho parcialmente, siendo este 

tema causante de inconformidad.  

Durante la realización de este trabajo pudieron indagarse con más profundidad los casos 

del parque eólico Chicxulub, donde la consulta solo se realizó en Timul y no en Ixil, la principal 

población afectada, al considerar, según parámetros de la propia Comisión Nacional para el 

Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI) que no era una comunidad indígena7, y el fotovoltaico 

Ticul, donde la SENER solo llevó a cabo una Consulta cuando el caso se hizo mediático.  

 
7 La entonces CDI, ahora llamada Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas (INPI), establece un Catálogo de 
Localidades Indígenas como criterio de identificación de los sujetos de interés en estos procesos. Dicho catálogo 
clasifica a las comunidades en dos bloques: A, si más del 70% de su población se autoadscribe como tal, y B si esta 
cifra es menor. Es requisito ostentar la categoría A para la realización de una Consulta Indígena.  
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Tabla 3. Proyectos con particularidades en la realización de EvIS o Consulta indígena 

Nombre Realizó 

EvIS 

Realizó 

Consulta 

indígena 

Comentarios 

Parque eólico 

Dzilam de Bravo 

Sí No Se consideró que no hay 

población indígena en la zona. 

Parque eólico 

Progreso 

Sí No Se consideró que no hay 

población indígena en la zona 

Parque eólico 

Chicxulub 

Sí Sí La consulta solo se realizó en la 

comunidad de Timul y no en 

Ixil, la principal afectada, al 

considerar que no hay 

población indígena 

Parque eólico 

Tizimín 

Sí Sí La consulta se realizó en las 

comunidades indígenas San 

Francisco Yohactún, Santa 

Clara Dzibalkú y Xkalax 

Dzibalkú a pesar de que el 

proyecto se ubica en tierras 

privadas 

Parque eólico 

Chacabal I y II 

Sí No El proyecto comenzaba su 

construcción sin haber 

realizado la correspondiente 

consulta indígena, aunque los 

pobladores otorgaron su 

autorización por medio de una 

asamblea. Al final el parque se 

canceló por conflictos 

territoriales entre dos ejidos.  

Planta fotovoltaica 

San Ignacio 

Sí No Se consideró que no hay 
población indígena en la zona 
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Planta fotovoltaica 

Kambul 

Sí Sí La consulta se realizó en la 

comunidad indígena Justicia 

Social, a pesar de que el 

proyecto se ubica en tierras 

privadas 

Planta fotovoltaica 

Ticul 

Sí Sí La consulta no se realizó en un 

principio, solo hasta que la 

presión mediática que alcanzó 

el movimiento de oposición 

escaló.  

Planta fotovoltaica 

Yucatán Solar 

Sí Sí La consulta se realizó en las 

comunidades indígenas 

Cuncunul y Ebtún a pesar de 

que el proyecto se ubicaría en 

tierras privadas. Aun así, el 

grupo Muuch Xiinbal interpuso 

una demanda en su contra por 

afectaciones ambientales. 

Fuente: Elaboración propia con información recabada en trabajo de campo.  

En Ixil, desde hace tiempo el abogado Rafael Solís, a través de su intermediario Alejandro 

Escoffié, ha logrado apoderarse por medio de engaños de una gran cantidad de tierras ejidales 

desde el 2014, año en el que Escoffié se presentó ante la comunidad asegurando que podría 

ayudarles a regularizar cuestiones agrarias y, con la autorización de los mismos ejidatarios, se 

hizo acreedor a un poder legal para hacer trámites a su nombre. De este modo, inició un proceso 

de parcelamiento que fue más bien una privatización como producto de la cual se vendieron 

tierras a inmobiliarias y a otros particulares por medio de actas de asamblea falsificadas. El mismo 

Escoffié aseguró a los pobladores que el ejido de Ixil ya no existía (entrevista personal, 2022) 

por lo que inició una movilización ante la Procuraduría Agraria, insertándose el parque eólico en 

este contexto y con ayuda del mismo Acosta. Por ende, la comunidad tuvo la percepción de que 

formaba parte del mismo proceso de despojo. 

Por otro lado, los posibles impactos ambientales también fueron importantes en el 

discurso contra el proyecto, al ubicarse también muy cerca de la zona costera. De igual forma, 
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inconsistencias en la MIA y la EvIS, así como amenazas por parte de personal de la misma 

empresa. Por otro lado, el proyecto se instalaría muy cerca de una zona de gran conservación 

natural donde también se pueden encontrar vestigios arqueológicos. De acuerdo con miembros 

del colectivo Defensores de Ixil (entrevista personal, 2022), el resguardo de este sitio conocido 

como “Las Trincheras” fue un catalizador para la movilización. Asimismo, una inundación que 

afectó al ejido en el 2020 es identificada por los pobladores como consecuencia de la instalación 

del parque eólico Progreso, alertándolos de posibles alteraciones en los mantos freáticos. 

Después de interponer varias demandas por cuestiones agrarias, ambientales y la falta de una 

consulta indígena, Ixil logró anular la privatización de sus tierras y el proyecto eólico se encuentra 

actualmente suspendido. 

Por otra parte, el Parque Fotovoltaico Ticul, a cargo de la estadounidense SunPower, fue 

aprobado durante la primera Subasta Eléctrica en el 2015 y estaba contemplado para ser el parque 

fotovoltaico más grande de América Latina con más de un millón de paneles colocados a lo largo 

de 738 hectáreas pertenecientes al ejido indígena San José Tipceh, en el municipio de Muna, de 

las cuales al menos 600 serían deforestadas para su instalación, siendo éste el argumento principal 

para que algunos pobladores se opusieran a él, pues el área tiene una vegetación densa que 

corresponde a selva baja de gran biodiversidad. 

Además, la llegada de la empresa al ejido fue problemática ya que, al igual que ocurrió en 

Ixil, hubo un intermediario en las negociaciones; Ignacio Salomón Isaac, dueño de una hacienda 

cercana quien comenzó a comprar derechos ejidales pagando 10,000 pesos por cada uno, 

asegurándoles a los ejidatarios que su interés en la tierra era agrícola (entrevista personal, 2022). 

Cuando los pobladores tuvieron conocimiento de que realmente lo que se planeaba era instalar 

un proyecto solar, solicitaron firmar un contrato nuevo directamente con la empresa. 

Así, tomaron lugar las primeras asambleas entre SunPower y los ejidatarios donde 

algunos pocos comenzaron a cuestionar los impactos ambientales y solicitaron la ayuda de 

organizaciones no gubernamentales del estado y de otras partes de la Península. Además, en un 

primer momento no se realizó ningún tipo de consulta; por el contrario, según algunos 

habitantes, la empresa comenzó a repartir regalos para ganarse la simpatía de las personas hasta 

el punto en el que varias de ellas negaron ser indígenas para agilizar la construcción del parque 

(entrevista personal, 2022). Esto también creo divisiones al interior de la comunidad y los 

opositores al proyecto fueron relegados de actividades sociales y recreativas.  
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Debido a la presión que ejercieron algunas organizaciones la situación se hizo mediática, 

y las autoridades realizaron una consulta indígena que, no obstante, también fue inadecuada en 

muchos sentidos en opinión de algunos ejidatarios (entrevista personal, 2022). Por ejemplo, 

durante las asambleas SunPower repartió bebidas alcohólicas y de algún modo se promovió que 

no participaran aquellos que rechazaban el proyecto ni miembros de Articulación Yucatán que 

buscaron fungir como Comité Técnico Asesor. Como consecuencia, tuvo lugar un 

enfrentamiento violento que puso en riesgo la vida de varias personas. Si bien a pesar de las 

irregularidades observadas en la consulta se validó el consentimiento de la comunidad, al final el 

proyecto no se realizó debido a demandas interpuestas por los ejidatarios con apoyo de diversas 

ONG, las cuales lograron su suspensión definitiva en agosto del 2022.  

Los casos del parque eólico Chicxulub y del parque fotovoltaico Ticul, aunque explicados 

aquí de manera muy sintética, aportan elementos para reflexionar e indagar a partir de sus 

elementos comunes; su aceptación o rechazo está directamente relacionada con una serie de 

componentes visibles en una aproximación inicial. En primer lugar, la ocupación del territorio 

ocupa un papel central, pues como se ve, en ambos casos la presencia de personas ajenas a la 

comunidad que pretenden ostentarse como apoderados en una especie de cacicazgo es notable. 

En efecto, actualmente en Yucatán tiene lugar una especie de latifundio ilegal que se deriva del 

despojo de las tierras ejidales y campesinas, como pudo ser constatado durante trabajo de campo 

en Ixil, San José Tipceh y también en otros poblados como Motul, situación que indudablemente 

crea una sensación de agravio y de injusticia por sí misma, y más aún cuando las empresas 

interesadas en instalar proyectos negocian con estas figuras caciquiles. Precisamente, una práctica 

empresarial habitual para facilitar el proceso de instalación de sus proyectos es, sin conocer el 

contexto ni las necesidades de las comunidades, arribar por medio de intermediarios encargados 

de cabildear previamente con el comisariado ejidal. No obstante, esto conduce a crear 

conflictividades y desacuerdos. En el caso de Ticul: 
Un intermediario mandaron para comprar las tierras de acá y como todos los ejidatarios dijeron “lo voy a 

vender” y todos vieron que está bien, solo cinco dijeron “no, porque es ejido”, pero el error del 

intermediario, lo que hizo él es que aunque estén muertos tuvieron que falsificar su firma para que se 

completen los 102 que necesitaba. Querían las tierras para sembrar limón y estevia, eso nos dijeron, pero 

mi esposo empezó a investigar y se enteró que venía la empresa. Él vino a comprar para que se lo pueda 

rentar a la empresa, entre todos hicieron lo que se les dio la gana (Habitante de San José Tipceh, entrevista 

personal, 2022) 
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De manera similar, Escoffié irrumpió en Ixil aunque no con la exclusiva intención de 

negociar con la empresa eólica, sino de especular con las tierras y ofertarlas posteriormente a 

inmobiliarias, extranjeros u otro tipo de desarrollos redituables. 
Vino a ver lo de los derechos de los ejidatarios, pero iba a visitar a los viejitos, a los más mayores, de casa 

en casa pasaban a decirles que querían comprar su derecho y muchos le vendieron. Pues ellos les ofrecían 

$30,000, $40,000 y les iban pagando poco a poco, entonces les pedían sus escrituras y luego ya ni les 

terminaban de pagar pero ellos ya tenían el derecho, entonces hubo inconformidad. Él dijo “las hectáreas 

de aquí cerca a $15,000, las que están en el monte no tienen valor entonces en $10,000” (Habitante de Ixil, 

entrevista personal, 2022).  

En ambos casos, destaca la vulnerabilidad de los pueblos al tener necesidades 

económicas y carecer de acceso a la información o de herramientas que les permitan defender 

sus derechos, lo que los pone en completa desventaja ante la incursión de personas externas y 

malintencionadas. Así, la relación con las empresas comienza de manera inadecuada, 

accidentada, parcial y, en gran medida, injusta ante su perspectiva. Por ejemplo, en Ixil la 

afirmación de que “las tierras del monte valen poco” contrastó con el hecho de que justo esas 

tierras fueron posteriormente codiciadas para la instalación del proyecto eólico Chicxulub. De 

este modo, el agravio se va construyendo de varias formas, pero siempre teniendo al territorio 

como elemento central.  

Efectivamente, de los puntos expuestos hasta ahora se rescata la evidente relación que 

los pueblos tienen con el territorio como su espacio de interacción y de reproducción social, 

misma que han alimentado de manera histórica. El territorio se vuelve parte constitutiva de ellos 

y los posiciona como agentes con capacidad de acción y de decisión. Poseer el territorio les da, 

en suma, no solo la posibilidad de crear un vínculo cultural, sino de adquirir cierto poder. Sin 

embargo, estas relaciones en su interior son complejas y cambiantes, por lo que hay que entender 

que cada comunidad reviste sus propias particularidades y enfrenta la creación de grupos 

disímiles. Por ejemplo, en Ixil la llegada de Escoffié fue posible gracias a autoridades ejidales que 

le permitieron inmiscuirse en asuntos internos y, en San José Tipceh, es notoria la disputa entre 

aquellos que se catalogan como ejidatarios y, por ende, que tienen derecho a participar en la toma 

de decisiones, y aquellos que carecen del reconocimiento legal como propietarios. “A los que no 

tienen derecho y no iban a recibir ningún beneficio les empezamos a decir. A mí me preguntaban 

por qué me metía si no tengo derecho pero finalmente estoy aquí y me afecta” (Habitante de 

San José Tipceh, entrevista personal, 2022).  
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La aceptación social es entonces resultado de un proceso que se va construyendo a partir 

de la evaluación y la opinión de las personas, y debe permanecer a través del tiempo como 

producto de acuerdos sociales y diálogos entre los involucrados. Según Batellier (2016): 

- Los actores en el centro del enfoque son los promotores que buscan que los proyectos 

sean aceptados, el público que decide aceptarlos o rechazarlos, o bien, la relación entre 

ellos (tal y como sugiere también la investigación-acción). 

- No hay consenso en una definición lineal de aceptación, pues ésta puede ser una 

herramienta, una postura, una condición, un criterio, un proceso o un resultado 

dependiendo del contexto y de lo que se esté analizando.  

En cambio, para Wolsink (2012) “la aceptación social es el grado en que un fenómeno 

es tomado por actores sociales relevantes, basado en el grado en que el fenómeno es (dis) gustado 

por estos actores” (Wolsink, 2012, p. 823). 

Por lo tanto, resulta sumamente complicado que los proyectos que carecen de 

credibilidad desde su inicio gocen de aceptación. Empero, es necesario mencionar que el rechazo 

nunca es generalizado, pues como resultado de esas relaciones complejas que se expresan en el 

territorio, algunos agentes o grupos tienen opiniones diferenciadas que responden también a 

necesidades distintas. En el caso del parque fotovoltaico Ticul uno de los entrevistados expresó  
El pueblo iba a tener trabajo durante toda la instalación […] hay gente que trabaja en Mérida y gana $1,200 

y gasta en pasaje y en comida, aquí se les pagaba $1,500 y se les daba una comida a todos los trabajadores 

y no tenían gasto ninguno. Llega el fin de semana y ya tenían su dinero y las familias podrían vivir un 

poquito mejor. Eso sí, los empleos eran temporales, después iba haber 80 ya fijos (Habitante de San José 

Tipceh, entrevista personal, 2022). 

Como se ve, hablar de las causas de aceptación o rechazo a un proyecto es sumamente 

complejo, por ello el objetivo de este trabajo más que emitir juicios de valor o críticas, es indagar 

en las causas y factores que permiten que esa aceptación se construya o no, haciendo alusión a 

ella para comprender las relaciones que se forjan ante la llegada de proyectos energéticos, 

entendiendo ésta como una toma de postura en la que influyen diversos aspectos. A través de la 

información obtenida en campo se pudieron contabilizar los temas que más se repetían o que 

resultaban más relevantes para las personas entrevistadas, destacando las siguientes: 1) la 

Consulta indígena no se realizó adecuadamente o bien, no se llevó a cabo, 2) hubo una mala 

planeación o ejecución de los estudios ambientales y sociales (MIA y EvIS), 3) existe una mala 

percepción de los acuerdos entre desarrolladores privados y gobierno, 4) las comunidades no 

reciben energía, 5) hubo poca participación de los pueblos en el diseño, instalación o 
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funcionamiento de los proyectos, 6) no se les proporcionó información adecuada sobre los 

impactos y 7) hubo algún problema en torno a la propiedad de la tierra ya sea de manera previa 

o posterior al arribo de las empresas de energía (tabla 4). 

Tabla 4. Clasificación en categorías de los temas más repetidos en entrevistas 

Tema Número de repeticiones 

Consulta no se realizó adecuadamente 30 

Mala planeación o ejecución de estudios 

ambientales y sociales (MIA y EvIS) 

29 

Acuerdos entre desarrolladores privados y 

gobierno  

25 

Las comunidades no reciben energía 22 

Poca participación de los pueblos en el diseño, 

instalación o proceso de los proyectos 

19 

Falta de información sobre el proyecto y sus 

impactos 

18 

Problemas en torno a la propiedad de la tierra 17 

Fuente: elaboración propia 

Por ello, de manera muy general agrupamos las causas de la falta de aceptación social de los 

proyectos de energía en: 1) fallas o deficiencias en las políticas regulatorias de los proyectos 

energéticos, 2) los discursos, actitudes y acciones de las empresas promotoras, 3) contextos 

históricos, económicos y culturales, así como necesidades individuales o colectivas que influyen 

en la percepción que se tiene del proyecto, 4) problemáticas agrarias. 

Como es notable, en campo la realización de una Consulta Indígena y de estudios 

ambientales y sociales fueron preocupaciones constantes, pero también las decisiones detrás de 

la implementación de estos mecanismos, es decir, la manera en el que el Estado diseña la política 

energética y territorial imponiendo su ecogubernamentalidad sin contar con la participación de los 

pueblos, los cuales construyen la propia desde su relación particular con el ambiente, con el 

territorio y con las problemáticas locales. Por ello, Trentini y Sorroche (2016) hablan de 
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ecogubernamentalidades en fricción para referir que no solo existe una emitida desde la oficialidad, sino 

perspectivas locales que interactúan con ésta bajo condiciones de inequidad que producen 

enfrentamientos; la producción de políticas locales o globales deben analizarse más allá de un 

escenario específico, pues “las prácticas cotidianas producen políticas más allá de lo que los 

modelos y programas globales establecen” (Trentini y Sorroche, 2016, p. 144).  

De esta forma, se afirma que no basta estudiar la resistencia a proyectos de energía per se, 

sino todas las particularidades y contextos que están detrás y que tienen mucho que ver con el 

abandono histórico de las comunidades indígenas, pero a la vez con su sometimiento. Esto se 

replica en los proyectos de energía que son considerados también una imposición desde el hecho 

de que las comunidades 
no se sintieron consultadas, tomadas en cuenta o consideradas. No se consideró el impacto social de los 

proyectos, a veces cuestionan a la empresa y ésta responde con abogados y de formas legales. Las energías 

renovables y el pueblo deberían de ser compatibles, más bien es la forma de excluirlos de las decisiones, 

llegar y negociar solo con algunos, con el comisariado (entrevista personal, 2022). 

Sin duda, un punto central que da sustento al rechazo de estos proyectos ha sido la escaza 

participación de los pueblos al considerarlos solo arrendatarios de la tierra y buscar sujetarlos a 

una ecogubernamentalidad construida desde las políticas, los discursos y las “prácticas nacionales e 

internacionales que introducen a los pueblos indígenas en un nuevo circuito económico de 

producción y consumo verde” (Ulloa, 2014, p. 290) donde su capacidad de opinión es limitada. 

Rand y Hoen (2017), Batel (2020), Songsore, Buzzelli y Baxter (2017), Maruya, Nishikido y Iida 

(2007) coinciden en afirmar que la colaboración de las poblaciones locales y la confianza que 

éstas tengan en los proyectos son determinantes para su aceptación y, como varios puntos 

documentados en trabajo de campo permiten afirmar en el caso yucateco, y mexicano en general, 

esa participación y confianza se ven limitadas por la asociación empresarial con figuras 

gubernamentales que carecen de credibilidad y por el hecho de que los proyectos arriban a las 

comunidades y comienzan la negociación de las tierras una vez que han obtenido todos los 

permisos correspondientes por parte de las distintas instituciones (SEMARNAT, SENER, CRE, 

CENACE, etc), proceso facilitado por las Subastas; inclusive,  la Consulta Indígena es realizada 

de manera posterior a éstas, violándose con ello el debido procedimiento que dicta su carácter 

previo. Además, el hecho de que la energía sea remitida a compañías privadas que la consumen, 

o incluso a la misma CFE, sin que los pueblos perciban que obtienen un beneficio directo en 

este sentido, contribuye a incrementar el descontento.  
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Sin duda, la prospectiva energética gubernamental y el propio diseño del SEN han 

impedido que los proyectos obtengan aceptación al limitar esa participación local y dictar 

políticas altamente apegadas al mercado y no a la satisfacción de necesidades o de servicios 

públicos. Por otro lado, la laxitud y debilidad de las leyes y los mecanismos con los que se cuenta 

para regular la instalación de proyectos de energía renovable en México es también parte 

constitutiva de este descontento y mientras el modelo estatal y financiero en torno a la 

producción de energía no cambie, tampoco la respuesta social a los proyectos lo hará, pues a 

pesar de que la generación de energías limpias es positiva, “aún quedan situaciones locales que 

no se están atendiendo de forma integral, lo que deriva en resistencia social que no sólo daña el 

progreso y convivencia al interior de las comunidades indígenas, sino que también desfavorece 

el desarrollo energético del país” (Fernández y Munguía, 2020, p. 24).  

Como hemos asegurado, tanto la aceptación como la ecogubernamentalidad son 

construcciones porque se forjan a partir de criterios y opiniones; la segunda comúnmente se 

materializa a través de leyes, políticas o reglas sociales que rigen las relaciones socioambientales. 

Por ello, también cobran interés las acciones que los distintos participantes llevan a cabo y que 

buscan lograr determinados objetivos. 

 Como Trentini y Sorroche (2016) afirman, es conveniente hablar de 

ecogubernamentalidades, pues encontramos aquella impuesta desde el Estado que busca dictar las 

normas que deben guiar el manejo de los recursos naturales, su protección y aprovechamiento;  

la empresarial, que parte de sus propias políticas internas pero también de modelos de mercado 

y sustentabilidad globales, y la que es construida por las comunidades en su relación cotidiana 

con los bienes naturales, la cual no está exenta de tensiones, rivalidades y relaciones de poder 

existentes incluso antes de la llegada de los megaproyectos energéticos y que pueden conducir o 

influir en su rechazo, como muestran los casos de Ticul e Ixil.  

Los emprendimientos de energía renovable implican entonces el diálogo y, en ocasiones, 

el enfrentamiento de esas múltiples ecogubernamentalidades; por ello, se considera que éstas, 

incluyendo la participación ciudadana en general y la de las comunidades involucradas en 

particular, juegan un papel fundamental en esta problemática y contribuyen de manera directa a 

fraguar la aceptación o el rechazo de los proyectos.  

Como se ve, las decisiones gubernamentales estatales están en completa concordancia 

con aquellas de nivel federal y los promotores de los proyectos de energía eólica y solar tratan 

de adecuarse a ellas, aunque no siempre lo hacen por completo, provocando e incentivando el 
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rechazo; por otra parte, resulta complejo analizar las reacciones y acciones de los actores por su 

diversidad y los diferentes intereses que las guían. Como se constató en campo, un fuerte motivo 

para decir “no” es no sentirse parte de los proyectos aun cuando éstos respetan la normatividad 

vigente ya que en la apreciación de ciertos grupos sociales existe una complicidad Estado-sector 

privado que busca relegarlos o perjudicarlos.  

Incentivar la participación social y la confianza resulta fundamental para lograr una 

transición energética exitosa. 

Conclusiones 
 

En este trabajo se ha dado cuenta de los elementos y categorías que pueden ayudar a reflexionar 

y analizar sobre el descontento que emerge ante los proyectos de energía eólica y solar en el país 

y particularmente en Yucatán. Para ello, se dedicó un apartado a exponer aspectos contextuales 

del estado que explican de forma general cómo se configuraron las condiciones socioeconómicas 

de las poblaciones rurales e indígenas y, sobre todo, los elementos que fueron formando su 

relación con el territorio. Posteriormente, se expuso cómo se ha transformado la política 

energética mexicana, sus intenciones y retrocesos, poniendo énfasis en los motivos que han 

permitido la multiplicación de proyectos de energía renovable y cómo su planeación pareciera 

estar desligada de cuestiones territoriales y culturales que han llevado a la detonación de conflictos 

socioambientales a partir de, al menos, el 2012. 

Sin duda, un error en las decisiones gubernamentales en torno a la generación de 

electricidad ha sido la poca inclusión de los pueblos en los desarrollos que buscan utilizar su 

territorio y, por tanto, incidir en su cotidianidad. Como los argumentos recogidos en campo 

muestran, la manera en la que esa política se materializa y las malas prácticas empresariales son 

motivo de preocupación. El hecho de que sea la iniciativa privada la principal promotora y 

beneficiaria de este tipo de proyectos influye en la percepción negativa que se pueda tener de 

éstos debido, sobre todo, a su naturaleza mercantil. Empero, los antecedentes muestran que 

proyectos de energía de propiedad gubernamental detonaban ya conflictos socioambientales desde 

mediados del siglo XX y, en tiempos recientes, los intentos del gobierno de López Obrador por 

devolverle rectoría energética a la Comisión Federal de Electricidad no cuentan con el 

beneplácito de las poblaciones indígenas, quienes han acusado haber sido una vez más relegadas 

de la planeación y operación del Sistema Eléctrico (López, 2022).  
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Los elementos históricos expuestos evidencian cómo a la par que las relaciones 

territoriales se modificaban y los pueblos indígenas se empobrecían, se iban consolidando 

políticas y acuerdos comerciales que los excluían, pero que disponían de sus tierras y bienes 

naturales. La apertura comercial del sector eléctrico en 1992 y su reafirmación en 2013 sin una 

planeación social estratégica y sin vislumbrar sus posibles impactos, ha tenido consecuencias en 

distintos emprendimientos de energía renovable en el país. Yucatán no ha estado exento a estas 

transformaciones que se hacen visibles en las zonas rurales con potencial de generación eólica y 

solar, lo que se aprecia en la cantidad de proyectos considerados para su instalación pero que 

contrasta con la de aquellos que han logrado operar.  

En particular, se observa que la presencia de personas externas a las comunidades ha 

sido un punto de inflexión para detonar el conflicto, pues no buscan solo ser intermediarios en 

las negociaciones con empresas de energía, sino acaparadores y especuladores de tierras. En este 

sentido, las viejas efigies cacicales y latifundistas continúan vigentes, mostrando el fracaso del 

reparto agrario y de la reforma salinista al artículo 27 que, de manera adversa, al permitir la 

privatización de la tierra fomentó nuevamente su concentración en pocas manos.  Así, se ha 

precisado que elementos simbólicos y materiales son parte constitutiva de la falta de aceptación 

que enfrentan los desarrolladores de proyectos eólicos y solares y que el carácter colectivo de 

éstos incentiva su aceptación, es decir, una mayor cantidad de personas favorecidas y una 

participación más amplia de los agentes locales durante la planeación, instalación y operación de 

los proyectos permiten empatizar y congeniar con ellos; las percepciones individuales y 

comunitarias son también relevantes y en su formación intervienen contextos históricos, 

sociales, políticos, económicos y culturales. 

Por otra parte, a pesar de que la Consulta, la MIA y la EvIS son requisitos fundamentales 

para cualquier proyecto de energía, éstos parecen ser insuficientes. En este sentido, durante la 

revisión bibliográfica y las indagaciones con distintos informantes fue posible constatar ciertos 

vacíos en el marco regulatorio de estos proyectos.  En primer lugar, y como ya se refería, 

inconsistencias en la información contenida en las Manifestaciones de Impacto Ambiental y en 

las Evaluaciones de Impacto Social han sido denunciadas por Articulación Yucatán y por otros 

académicos al menos en los casos de los parques eólicos Progreso, Dzilam de Bravo, Chicxulub 

y los fotovoltaicos Ticul y Yucatán Solar.  

Por último, gran parte de las motivaciones que conducen al rechazo hacia estos proyectos 

son consecuencia de las problemáticas locales por la propiedad de la tierra a causa de disputas 
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internas y relaciones jerárquicas. Por ejemplo, aspectos como ser parte del comisariado ejidal, 

tener un estatus como ejidatario o como avecindado e incluso ser ejidatario pero carecer de 

tierras parceladas (como ocurre en Ixil), pueden ser objeto de diferenciación. Por ello, los conflictos 

socioambientales y los procesos de aceptación social deben ser abordados desde “una perspectiva 

ecopolítica atenta a las fricciones que permita dar cuenta de las múltiples relaciones de poder y 

desigualdad en que se inscriben, y de cómo las mismas operan a escala transnacional, nacional y 

local, configurando formas de explotación, de apropiación, de distribución, de regulación, pero 

también de activismo y de resistencia” (Trentini y Sorroche, 2016, p. 145). 
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